
 
 
 
 
 
 
ESTUDIO DEL MERCADO Y ANALISIS DEL SECTOR QUE SOPORTA EL PROCESO DE 
CONTRATACIÓN BAJO LA MODALIDAD DE MÍNIMA CUANTÍA PARA LA EJECUCIÓN DE UN 
CONTRATO CUYO OBJETO ES: “EJECUCIÓN DE LAS ACTIVIDADES DE DESMONTE, 
DESMANTELAMIENTO Y RETIRO CONTROLADO DE LA ESTRUCTURA METÁLICA 
CORRESPONDIENTE A UNA INFRAESTRUCTURA DE TELECOMUNICACIONES TIPO MÁSTIL/TORRE 
DE MÁS DE 40 METROS DE ALTURA, QUE SE ENCUENTRA EN RIESGO DE COLAPSO, UBICADA EN 
EL CORREGIMIENTO DE SINCERÍN, JURISDICCIÓN DEL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, CUYO 
ESTADO CONFIGURA UN ESCENARIO DE RIESGO TECNOLÓGICO ESTRUCTURAL CRÍTICO” 

En cumplimiento con lo establecido en el Art. 2.2.1.1.1.6.1 del decreto 1082 de 2015, y teniendo como punto 
de referencia la guía de elaboración de estudios de sector GEES- Versión 3 del 2025, publicada en la página 
de Colombia compra eficiente y materializar los principios de planeación, responsabilidad, y transparencia, el 
MUNICIPIO DE ARJONA, realiza el estudio de sector al proceso de contratación bajo la modalidad de mínima 
cuantía, que tendrá como objeto la “EJECUCIÓN DE LAS ACTIVIDADES DE DESMONTE, 
DESMANTELAMIENTO Y RETIRO CONTROLADO DE LA ESTRUCTURA METÁLICA 
CORRESPONDIENTE A UNA INFRAESTRUCTURA DE TELECOMUNICACIONES TIPO MÁSTIL/TORRE 
DE MÁS DE 40 METROS DE ALTURA, QUE SE ENCUENTRA EN RIESGO DE COLAPSO, UBICADA EN 
EL CORREGIMIENTO DE SINCERÍN, JURISDICCIÓN DEL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, CUYO 
ESTADO CONFIGURA UN ESCENARIO DE RIESGO TECNOLÓGICO ESTRUCTURAL CRÍTICO” 
 

A la luz de lo consignado en la guía de elaboración de estudios de sector GEES- Versión 2, la estructura de 
los estudios del sector, deberán comprender las siguientes áreas: 1) Aspectos generales del Mercado; 2) 
Comportamiento del Gasto Histórico o estudio de la demanda; 3) Estudio de la oferta; 4) Estudio del mercado.  

Aplicando el Modelo de Abastecimiento Estratégico adoptado por la Agencia Nacional de Contratación Pública 
Colombia Compra Eficiente, el Municipio de Arjona, procederá a abordar las condiciones generales del 
mercado, el análisis del escenario del sector relacionado con el bien, obra o servicio, relevante en el presento 
procesos de contratación.  

 

1. ANTECEDENTES:  

 
Al Municipio, de conformidad con lo previsto en el artículo 311 de la Constitución Política, como entidad 
fundamental de la división político-administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que 
determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, 
promover la participación comunitaria, el mejoramiento social-cultural de sus habitantes, el principio integrador 
y de unidad del municipio parte de una gestión ambiental territorial que promueva el desarrollo sostenible y 
cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes. 

 

Por otro lado, el artículo 2º de la Constitución Política de 1991 establece que los fines esenciales del Estado 
es: 
 

 “Servir a la comunidad, promover la prosperidad general, garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación” 
 

La Ley 1523 de 2012 consagra la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. Esta disposición legal 
establecer que la gestión del riesgo “es un proceso social indispensable orientado a la formulación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, regulaciones y acciones permanentes para el 
conocimiento del riesgo, la reducción del riesgo y el manejo de desastres”. El artículo 2º de la citada ley 
establece de forma explícita que la gestión del riesgo es una responsabilidad de todas las autoridades en sus 
respectivos ámbitos de competencia, quienes deben garantizar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida 
de las personas en el territorio nacional. 
 

Por otra parte, en virtud del principio de precaución consagrado en el artículo 3 de la Ley 1523 ibídem, cuando 
exista la posibilidad de daños graves o irreversibles a la vida, los bienes o el entorno, la falta de certeza 
científica absoluta no es motivo para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación 
del entorno o mitigar la amenaza. El artículo 12 de la misma disposición legal atribuye directamente a los 
Gobernadores y Alcaldes la máxima responsabilidad en la conducción técnica, presupuestal y administrativa 
de la gestión del riesgo en sus respectivas jurisdicciones territoriales. Al ser el Alcalde Municipal el director de 
la acción administrativa, éste está legalmente investido de las facultades ejecutorias para remover amenazas 
ruinosas latentes que expongan a la población civil a situaciones de desastre o calamidad pública. 

 

En el corregimiento de Sincerín, jurisdicción del Municipio de Arjona, Bolívar se ha configurado un escenario 
de riesgo tecnológico estructural crítico, representado en una infraestructura de telecomunicaciones tipo 
mástil/torre de más de 40 metros de altura, que presenta una pérdida absoluta de estabilidad mecánica, 
provocada directamente por recurrentes actos de vandalismo y el hurto sistemático de sus elementos de 
soporte mecánico y cables de tensión. La Personería Municipal de Arjona, Bolívar emitió una alerta formal 
advirtiendo a la administración municipal central sobre la vulnerabilidad extrema y la amenaza ruinosa 
inminente de colapso o caída de perfiles pesados de acero sobre la Carretera Troncal de Occidente. Lo 
anterior genera una exposición de peligro de muerte y afectación a la integridad física tanto de los residentes 
del sector como, de manera directa y agravada, del cuerpo estudiantil y docente del Megacolegio colindante. 
Esta situación vulnera el derecho fundamental a la educación en condiciones de seguridad de los estudiantes 
de la referida institución educativa municipal. 

 



 
 
 
 
 
 
En el escenario fáctico que viene expuesto, ante el silencio, desidia e imposibilidad fáctica de ubicar al 
operador o proveedor privado legalmente responsable de la operación y el mantenimiento de dicha antena, el 
Municipio de Arjona, Bolívar no puede tolerar la permanencia de un factor de peligro inminente contra sus 
habitantes. En consecuencia, amparados bajo el principio de subsidiariedad y la obligación legal de reducción 
del riesgo contemplada en la Ley 1523 de 2012, se torna imperativo implementar de forma inmediata y 
preventiva unas acciones de naturaleza técnica de ingeniería altamente especializadas para ejecutar el 
desmonte, desmantelamiento y retiro controlado de la estructura metálica en riesgo de colapso, financiando 
dicha intervención con los recursos ordinarios de Inversión del presupuesto central del Municipio dentro de la 
línea de mitigación y conocimiento del riesgo, toda vez que dichas actividades se ejecuten de manera 
planificada y sin requerir la declaratoria de calamidad pública o urgencia manifiesta. 
 
Para satisfacer la necesidad precedentemente identificada, la administración municipal ha considerado 
oportuno y conveniente llevar a cabo un proceso de selección contractual que permita la escogencia de un 
contratista que ejecute las actividades de desmonte, desmantelamiento y retiro controlado de la estructura 
metálica correspondiente a una infraestructura de telecomunicaciones tipo mástil/torre de más de 40 metros 
de altura, que se encuentra en riesgo de colapso, ubicada en el corregimiento de Sincerín, jurisdicción del 
Municipio de Arjona, Bolívar, cuyo estado configura un escenario de riesgo tecnológico estructural crítico. 

 
Cabe precisar que los recursos públicos que invierta el Municipio de Arjona, Bolívar para el desmonte 
preventivo de la estructura metálica en riesgo serán objeto de persecución y cobro coactivo integral una vez 
se logre la identificación plena y vinculación legal del propietario, operador, tenedor o proveedor de servicios 
de telecomunicaciones responsable de dicha infraestructura. Para tal fin, la Administración Municipal, en 
cabeza de sus dependencias jurídicas y financieras, iniciará de manera inmediata las acciones de repetición y 
los procesos de cobro correspondientes para recuperar el 100% de los dineros públicos erogados en esta 
obra de mitigación subsidiaria, repitiendo contra el patrimonio de la entidad privada responsable por los costos 
directos, indirectos y logísticos derivados del desmantelamiento. 
 
Dada la carencia total de capacidad técnica para acometer directamente la realización de las actividades que 
se requiere ejecutar, el Municipio de Arjona, Bolívar, hará uso de los instrumentos de gestión que legalmente 
posee para ejecutar las actividades antes identificadas y en ese orden de ideas recurrirá a la figura del 
contrato estatal de obra, como medio eficaz para el logro de su propósito. En esta ocasión se pretende 
celebrar un contrato de obra, cuyo valor será determinado mediante precios global.  
 

Con base en la exposición presente, la administración municipal de Arjona, Bolívar, en cumplimiento del Plan 
de Desarrollo “SENSIBILIDAD Y CONFIANZA POR UN ARJONA CON HECHOS Y NO PALABRAS” ha 

priorizado un proyecto de inversión, el cual se encuentra incluido en el Plan de Desarrollo Municipal, 
armonizado con los Planes de Desarrollo Nacional y Departamental así: 

 

 PLAN DE DESARROLLO NACIONAL - 2022-2026 - "COLOMBIA POTENCIA MUNDIAL DE LA 
VIDA":  

 Programa: 4503 - Gestión del riesgo de desastres y emergencias. 

 PLAN DE DESARROLLO DEPARTAMENTAL - 2024-2027 - "BOLÍVAR ME ENAMORA":  

 Programa: Conocimiento de Riesgo de Desastre, Atención de Desastre y Reducción de Riesgo de 

Desastres. 

 Plan de Desarrollo Municipal - 2024-2027- "SENSIBILIDAD Y CONFIANZA POR UN ARJONA 
CON HECHOS Y NO PALABRAS":  

 Estrategia Ambiental - Programa: Prevención y Atención de Desastres y Emergencias (Código: 

4503). 

El proyecto de inversión que la administración municipal se propone ejecutar se encuentra inscrito en el Banco 
de Programas y Proyectos de Inversión del Municipio de Arjona, Bolívar, bajo el Código BPIN 

202500000038840, Territorial, atendiendo lo dispuesto en la ley 152 de 1.994 y el numeral 12 del artículo 25 

de la ley 80 de 1.993, en la forma en que fue modificado por el artículo 87 de la ley 1474 de 2011. De igual 
forma, el objeto del contrato que la administración Municipal pretende celebrar se encuentra incluido dentro 
del Plan Anual de Adquisiciones de bienes, obras y servicios del Municipio de Arjona, Bolívar, de la vigencia 
2026, y el Plan de Acción municipal. 
 

2. SECTOR EN ESTUDIO:  
 

Las actividades objeto del contrato está codificada en el clasificador de bienes y servicios UNSPSC, hasta el 
(tercero o cuarto) nivel, como se indica a continuación: Codificación de Las actividades en el sistema 
UNSPSC: 

Clasificación UNSPSC Descripción 

72101500 Servicios de apoyo para la construcción 

72102900 Servicios de mantenimiento y reparación de instalaciones 

 

Identificado el segmento de la contratación en posible entrar a determinar los aspectos trascendentales del 
sector en que se adelantar la contratación, identificando su entorno comercial, económico, actores, y otras 
variables relevantes. 



 
 
 
 
 
 
 

2.1. COMPORTAMIENTO DE LOS PRINCIPALES INDICADORES MACROECONÓMICOS.  

2.1.1. PRODUCTO INTERNO BRUTO.  

Teniendo en cuenta que la actividad que satisface la necesidad pertenece a las actividades de construcción 
de autopistas y carreteras, construcción, revestimiento y pavimentación de infraestructura, a continuación se 
presenta su participación en la economía nacional, tomando como fuente de información el Boletín Técnico 
Producto Interno Bruto (PIB) I trimestre de 2026pr publicado por el DANE, el cual evidencia que la economía 
colombiana presentó un crecimiento del 2,2 % en el primer trimestre de 2026 respecto al mismo periodo del 
año anterior. Así mismo, se toma como referencia el Boletín Técnico del Índice de Precios al Consumidor 
(IPC) y el Boletín Técnico de los Principales Indicadores del Mercado Laboral publicados por el DANE, como 
variables macroeconómicas relevantes para el análisis sectorial y económico del proceso contractual. 

 

Las actividades económicas que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son: 

 Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria; Educación; 
Actividades de atención de la salud humana y de servicios sociales crece 5,7% (contribuye 0,9 
puntos porcentuales a la variación anual). 

 Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas; 
Transporte y almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida crece 2,9% (contribuye 0,6 puntos 
porcentuales a la variación anual). 

 Industrias manufactureras crece 2,9% (contribuye 0,3 puntos porcentuales a la variación anual). 

 

 
 
 
Respecto al trimestre inmediatamente anterior, el Producto Interno Bruto en su serie ajustada por efecto 
estacional y calendario crece 0,6%. Cuando se observa el comportamiento de las actividades económicas 
relacionadas: 
 

 Industrias manufactureras crece 2,3%. 



 
 
 
 
 
 

 Actividades financieras y de seguros crece 2,2%. 

 Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; Actividades 
de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares 
individuales como productores de bienes y servicios para uso propio crece 1,4%. 

 

 
 
En el primer trimestre de 2026pr, el valor agregado de la construcción decrece 5,4% en su serie original, 
respecto al mismo periodo de 2025pr. Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos (ver tabla 
6):  
 

 Construcción de edificaciones residenciales y no residenciales decrece 8,2%.  

 Construcción de carreteras y vías de ferrocarril, de proyectos de servicio público y de otras obras de 
ingeniería civil crece 0,6%.  

 Actividades especializadas para la construcción de edificaciones y obras de ingeniería civil (alquiler 
de maquinaria y equipo de construcción con operadores) decrece 5,6%. 

 
 Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y calendario, el valor 
agregado de la construcción decrece en 4,6%, cuando se observa el comportamiento de las actividades 
económicas relacionadas:  
 

 Construcción de edificaciones residenciales y no residenciales decrece 5,3%.  

 Construcción de carreteras y vías de ferrocarril, de proyectos de servicio público y de otras obras de 
ingeniería civil decrece 3,0%.  

 Actividades especializadas para la construcción de edificaciones y obras de ingeniería civil (alquiler 
de maquinaria y equipo de construcción con operadores) decrece 5,6%. 

 
 
2.1.2 ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR - IPC. 

 
En abril de 2026 la variación mensual del IPC fue 0,78%, la variación año corrido fue 3,87% y la anual 5,68%. 
 
En abril de 2026 la variación anual del IPC fue 5,68%, es decir, 0,52 puntos porcentuales mayor que la 
reportada en el mismo periodo del año anterior, cuando fue de 5,16%. 
 
El comportamiento mensual del IPC total en abril de 2026 (0,78%) se explicó principalmente por la variación 
mensual de las divisiones Alimentos y bebidas no alcohólicas y Alojamiento, agua, electricidad, gas y otros 
combustibles. Las mayores variaciones se presentaron en las divisiones Alimentos y bebidas no alcohólicas 
(1,51%) y Muebles, artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar (1,06%). 
 



 
 
 
 
 
 

 
 

 
 
Los mayores aportes a la variación mensual del IPC (0,78%), se ubicaron en las divisiones de: Alimentos y 
bebidas no alcohólicas, Alojamiento, agua, electricidad, gas y otros combustibles, Transporte y Muebles, 
artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar, las cuales aportaron 0,65 puntos 
porcentuales a la variación total.   

 
Variaciones y contribuciones de las subclases en el mes 

 

En abril de 2026 en comparación con marzo de 2026, la variación de las subclases que más aportaron al 
índice total fue: frutas frescas (5,52%), combustibles para vehículos (2,48%), arriendo imputado (0,55%), 
arriendo efectivo (0,61%), servicios relacionados con la copropiedad (3,82%), carne de res y derivados 
(1,68%), papas (8,05%), comidas en establecimientos de servicio a la mesa y autoservicio (0,36%), huevos 
(3,92%) y gas (2,13%). Las subclases con aportes negativos a la variación fueron: vehículo particular nuevo o 
usado (-0,37%), plátanos (-1,41%), naranjas (-3,83%), dulces, confites, caramelos, bombones, chocolatinas, 
chicles, masmelos, cocadas para consumo en el hogar (-2,29%) y legumbres secas (-0,70%).   
 
 
 



 
 
 
 
 
 
2.1.3. COMPORTAMIENTO DE LA TASA REPRESENTATIVA DEL MERCADO.  

 
La Tasa Representativa del Mercado (TRM) corresponde al valor oficial del peso colombiano frente al dólar 
estadounidense (USD), calculado y certificado diariamente por la Superintendencia Financiera de Colombia 
con base en las operaciones de compra y venta de divisas realizadas en el mercado cambiario. Para el 10 de 
julio de 2026, la TRM se ubicó en $3,305.38, COP/USD, evidenciando una disminución frente a los niveles 
máximos registrados durante los años 2022 y 2023, cuando la tasa superó los $5.000 COP/USD. 
 
Este indicador constituye una referencia fundamental para las operaciones comerciales, financieras y 
contractuales que involucran bienes, servicios, equipos o insumos sujetos a variaciones del mercado 
internacional, especialmente en sectores como construcción e infraestructura, donde parte de los materiales y 
maquinaria dependen de importaciones y del comportamiento cambiario. 
 

 
 
La dinámica de la TRM tiene incidencia directa sobre el comportamiento del sector construcción y de 
infraestructura, especialmente en aquellos proyectos que requieren materiales, maquinaria, equipos o 
componentes importados. 
 
En materia de importaciones e insumos de construcción, una TRM elevada genera un incremento en los 
costos de importación de materiales, maquinaria, equipos especializados, acabados, tuberías, componentes 
eléctricos y demás bienes vinculados a proyectos de infraestructura y obras civiles. En consecuencia, pueden 
presentarse presiones sobre los costos de ejecución contractual, especialmente en contratos de mediano y 
largo plazo. 
 
No obstante, el impacto puede variar dependiendo del tipo de obra y del nivel de dependencia de insumos 
importados. En el sector constructor, muchas adquisiciones estratégicas se realizan mediante negociaciones 
anticipadas o contratos de suministro a largo plazo, lo cual reduce parcialmente la exposición inmediata a las 
fluctuaciones cambiarias. 
 
Por otra parte, las variaciones de la TRM también influyen sobre el comportamiento inflacionario del país. Una 
depreciación del peso frente al dólar encarece los productos importados y puede trasladarse al precio final de 
materiales y servicios asociados al sector construcción, afectando indicadores como el Índice de Costos de 
Construcción de Obras Civiles (ICOCIV). 

 
Colorarío con lo anterior, en materia de endeudamiento y financiación las empresas o entidades con 
obligaciones financieras denominadas en dólares pueden experimentar mayores costos financieros ante 
escenarios de depreciación del peso colombiano. Así mismo, los cambios en la TRM pueden modificar las 
condiciones de acceso a crédito y afectar la planeación financiera de proyectos de infraestructura. El 
comportamiento de la tasa de cambio constituye igualmente un indicador relevante para inversionistas 
nacionales y extranjeros, dado que incide sobre la percepción de estabilidad económica y sobre los costos 
asociados a proyectos de inversión en infraestructura y construcción. 
 
Sobre este tópico encontramos que, con base en la información histórica de la Superintendencia Financiera 
de Colombia, se observa que la TRM ha presentado un comportamiento altamente variable durante los 
últimos años, alcanzando niveles superiores a los $5.000 COP/USD durante el año 2022 y manteniendo 
posteriormente fluctuaciones entre los $3.600 y $4.500 COP/USD entre 2023 y 2025. 
 
Para el año 2026, la TRM evidencia una tendencia moderadamente descendente respecto a los máximos 
históricos observados en años anteriores, ubicándose alrededor de niveles cercanos a $3.700 – $3.900 
COP/USD. Sin embargo, el comportamiento del mercado cambiario continúa mostrando volatilidad derivada 
de factores internacionales como tasas de interés, precios del petróleo, inflación global y condiciones 
macroeconómicas nacionales. 
 
En términos generales, aunque la tasa de cambio continúa en niveles relativamente altos frente a promedios 
históricos de largo plazo, durante el periodo reciente se observa una estabilización moderada del dólar en 
Colombia, lo cual contribuye parcialmente a reducir presiones sobre los costos de importación de materiales y 
equipos utilizados en obras civiles y proyectos de infraestructura. 



 
 
 
 
 
 
 
No obstante, considerando la naturaleza fluctuante del mercado cambiario, la variación de la TRM sigue 
representando un factor de riesgo económico que puede incidir en los costos asociados a la ejecución 
contractual, particularmente en contratos que requieran insumos importados, maquinaria especializada o 
componentes sujetos a precios internacionales. 
 
En consecuencia, la Entidad considera pertinente mantener seguimiento al comportamiento de la TRM como 
variable macroeconómica relevante dentro del análisis sectorial y financiero del presente proceso contractual. 
 
Para compra de bienes o servicios, especialmente aquellos denominados en dólares, la fluctuación de la TRM 
puede tener las siguientes implicaciones: 
 

 Reducción de costos en pesos colombianos: Una disminución en la TRM implica que se requieren 
menos pesos colombianos para adquirir la misma cantidad de dólares, lo que puede traducirse en 
una reducción del costo en moneda local de la maquinaria importada. 
 

 Riesgo de volatilidad futura: Aunque la TRM ha mostrado una tendencia a la baja, la incertidumbre 
económica global y local puede generar fluctuaciones inesperadas. Es esencial considerar cláusulas 
contractuales que mitiguen el riesgo cambiario, como coberturas o ajustes periódicos. 
 

2.1.4. OTROS INDICADORES ECONÓMICOS.  

 
A continuación, se detallan los principales indicadores económicos en Colombia de la vigencia 2026: 
 

 
 

El entorno macroeconómico colombiano presenta condiciones de estabilidad para el desarrollo del presente 
proceso contractual. La inflación mensual (IPC) se ubicó en 0,47%, el PIB registró un crecimiento de 2,2% y la 
tasa de desempleo se redujo a 9,2%, evidenciando una recuperación gradual de la economía. No obstante, el 
incremento de los combustibles, del salario mínimo y del auxilio de transporte puede generar presiones sobre 
los costos operativos y logísticos, aspectos que fueron considerados en la estimación del presupuesto oficial. 
En términos generales, no se identifican factores económicos extraordinarios que afecten significativamente 
las condiciones del mercado para la ejecución del contrato. 
 

 
 

El mercado laboral para febrero de 2026 evidencia una tasa de desempleo nacional del 9,2 %, manteniéndose 
en niveles moderados frente a periodos anteriores y reflejando cierta estabilidad en la generación de empleo. 
Así mismo, el desempleo en las 13 principales ciudades también se ubicó en 9,2 %. 
 



 
 
 
 
 
 
Por otra parte, el salario mínimo para 2026 fue fijado en $1.750.000,00, mientras que el auxilio de transporte 
ascendió a $250.000, representando incrementos del 23,04 % y 24,55 %, respectivamente, frente al año 
anterior. 
 
Estos incrementos salariales generan incidencia directa sobre los costos laborales y operativos de los 
sectores económicos, especialmente en actividades intensivas en mano de obra como construcción, 
mantenimiento, transporte e infraestructura, impactando la estructuración de presupuestos y costos de 
ejecución contractual. 

 

 
 

El comportamiento reciente de los combustibles evidencia incrementos moderados en los precios del ACPM y 
la gasolina. Para el periodo analizado, el ACPM se ubicó en $11.576, presentando un aumento de $200, 
equivalente al 1,76 %. Por su parte, la gasolina alcanzó un valor de $16.291, con un incremento de $400, 
correspondiente al 2,52 %. 
 
Estas variaciones tienen incidencia directa sobre los costos de transporte, logística y operación de maquinaria 
y equipos, especialmente en sectores como construcción, infraestructura y mantenimiento vial, donde el 
consumo de combustibles representa un componente relevante dentro de la estructura de costos. En 
consecuencia, el comportamiento de los combustibles constituye un factor económico importante dentro del 
análisis sectorial y financiero de los procesos contractuales. 

 

 
 
 

El comportamiento macroeconómico reciente evidencia una economía colombiana con crecimiento moderado 
y una política monetaria aún restrictiva. La tasa de intervención del Banco de la República se ubicó en 11,25 
% para mayo de 2026, manteniéndose en niveles altos como medida para controlar las presiones 
inflacionarias y estabilizar la economía. 

 
Por su parte, el Producto Interno Bruto (PIB) registró un crecimiento del 2,2 %, reflejando una expansión 
económica moderada frente a periodos anteriores. La gráfica evidencia fluctuaciones durante los últimos 
trimestres, con una desaceleración posterior al pico registrado en julio de 2025. 

 
Este comportamiento económico puede generar efectos sobre la dinámica de inversión, financiamiento y 
ejecución de proyectos, especialmente en sectores como construcción e infraestructura, donde las tasas de 
interés, el acceso al crédito y el crecimiento económico influyen directamente sobre los costos operativos y la 
capacidad de inversión pública y privada. 

 
2.1.5. VARIACIONES DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL VIGENTE. 

 
Según el Banco de la República, el salario mínimo en Colombia ha mostrado un incremento constante en 
valores absolutos durante los últimos 10 años, pasando de $616.000 en 2014 a $1.300.000 en 2024. Sin 
embargo, la relación entre el ajuste salarial y la inflación ha sido más variable. 
 
En general, los incrementos han superado la inflación en al menos un punto porcentual, aunque con algunas 
excepciones significativas.  
 



 
 
 
 
 
 
El histórico muestra que los diferentes gobiernos han buscado mantener un equilibrio entre proteger el poder 
adquisitivo y evitar presiones inflacionarias excesivas, pero también ha habido decisiones políticas que 
inclinan la balanza hacia los trabajadores. 

 
HISTÓRICO DE SALARIOS MÍNIMOS CON VARIACIONES 

 

Año Salario mínimo 
mensual S.M 

Variación S.M $ Variación S.M. 
% 

Auxilio de Normatividad 

Transporte Decreto 

2026 1.750.905 327.405 23,00% 249.095 1469 de dic 29 de 2025 

2025 1.423.500 123.500 9,50% 200.000 1572 de dic 24 de 2024 

2024 1.300.000 140.000 12,07% 162.000 2292 de dic 29 de 2023 

2023 1.160.000 160.000 16,00% 140.606 2613 de dic 28 de 2022 

2022 1.000.000 91.474 10,07% 117.172 1724 de dic 15 de 2021 

2021 908.526 30.723 3,50% 106.454 1786 de dic 29 de 2020 

2020 877.803 49.687 6,00% 102.854 2360 de dic 26 de 2019 

2019 828.116 46.874 6,00% 97.032 2451 de dic 27 de 2018 

2018 781.242 43.525 5,90% 88.211 2269 de dic 30 de 2017 

2017 737.717 48.262 7,00% 83.140 2209 de dic 30 de 2016 

2016 689.455 45.105 7,00% 77.700 2552 de dic 30 de 2015 

2015 644.350 28.350 4,60% 74.000 2731 de dic 30 de 2014 

2014 616.000 26.500 4,50% 72.000 3068 de dic 30 de 2013 

2013 589.500 22.800 4,02% 70.500 2738 de dic 28 de 2012 

2012 566.700 31.100 5,81% 67.800 4919 de dic 26 de 2011 

2011 535.600 20.600 4,00% 63.600 033 de enero 11 de 2011 

2010 515.000 18.100 3,64% 61.500 5053 de dic 30 de 2009 

2009 496.900 35.400 7,67% 59.300 4868 de dic 30 de 2008 

2008 461.500 27.800 6,41% 55.000 4965 de dic 27 de 2007 

2007 433.700 25.700 6,30% 50.800 4580 de dic 27 de 2006 

2006 408.000 26.500 6,95% 47.700 4686 de dic 21 de 2005 

2005 381.500 23.500 6,56% 44.500 4360 de dic 22 de 2004 

2004 358.000 26.000 7,83% 41.600 3770 de dic 26 de 2003 

2003 332.000 23.000 7,44% 37.500 3232 de dic 27 de 2002 

2002 309.000 23.000 8,04% 34.000 2910 de dic 31 de 2001 

2001 286.000 25.900 9,96% 30.000 2579 de dic 13 de 2000 

2000 260.100 23.640 10,00% 26.413 2647 de dic 23 de 1999 

1999 236.460 32.634 16,01% 24.012 2560 de diciembre de 1998 

1998 203.826 31.821 18,50% 20.700 3106 de diciembre de 1997 

1997 172.005 29.880 21,02% 17.250 2334 de diciembre de 1996 

1996 142.125 23.191 19,50% 13.567 2310 de diciembre de 1995 

1995 118.934 20.234 20,50% 10.815 2872 de diciembre de 1994 

1994 98.700 17.160 21,04% 8.705 2548 de diciembre de 1993 

1993 81.540 16.350 25,08% 7.542 2061 de diciembre de 1992 

1992 65.190 13.474 26,05% 6.033 2867 de diciembre de 1991 

1991 51.716 10.691 26,06% 4.787 3074 de diciembre de 1990 

1990 41.025 8.465 26,00% 3.798 3000 de diciembre de 1989 

1989 32.560 6.923 27,00% - 2662 de diciembre de 1988 

1988 25.637 5.127 25,00% - 2545 de diciembre de 1987 

1987 20.510 3.699 22,00% - 3732 de diciembre de 1986 

1986 16.811 3.253 23,99% - 3754 de diciembre de 1985 

1985 13.558 2.260 20,00% - 001 de enero de 1985 

1984 11.298 - 0,00% - 3506 de diciembre de 1983 

 
El monto del salario mínimo para el año 2026 quedó en $ 1'750.905 de pesos (Un millón setecientos cincuenta 
mil novecientos cinco pesos) y un auxilio de transporte de $ 249.095 pesos (un salario mínimo y un auxilio de 
transporte suman en total $ 2'000.000 de pesos), decretado por el gobierno nacional después que no hubiera 
acuerdo entre las partes en la mesa de concertación. 
 
Con la TRM del 30 de diciembre de 2025, el salario mínimo 2026 en Colombia equivale a $471.17 dólares 
estadounidenses ($539.52 dólares si se incluye el subsidio de transporte). Este valor se estableció por la 



 
 
 
 
 
 
presidencia de la república luego de evaluar las posiciones de los representantes de los sindicatos, gremios 
de empresarios y pensionados, en cumplimiento con el mandato de la Constitución Política de Colombia en su 
artículo 56. 
 
El incremento del salario mínimo para 2026 es del 23.00% frente al millón cuatrocientos veintitrés mil 
quinientos pesos ($ 1'423.500) del salario mínimo en 2025 (lo que representa un aumento de +$327.405 
pesos). Este nuevo valor rige a partir del 1 de enero de 2026, junto con un incremento del 24.55% en el 
subsidio de transporte (+$49.095 pesos). En total, el incremento combinado que percibirán los empleados que 
devengan un salario mínimo con subsidio de transporte es del 23.19%, equivalente a un total de +$376.500 
pesos adicionales respecto al año anterior. 
 
Esta decisión representa un ajuste significativo en términos reales, situando la remuneración básica total 
(salario + transporte) en la cifra redonda de los dos millones de pesos. 
 
El ajuste en el salario mínimo, fija los valores del mercado laboral como son: 
 

 
Valores del salario mínimo 2026 

 

Concepto Valor (COP) 

Salario Mínimo Integral Año 2026 
10 SMLV + 30% factor prestacional 

$ 22,761,765.00 

Salario Anual - Año 
(Sin primas ni cesantías) 

$ 21,010,860.00 

Salario Mensual - Mes (SMMLV) 
30 días 

$ 1,750,905.00 

Salario Diario - Día (SMDLV) 
8 horas 

$ 58,363.50 

Hora Ordinaria - 44 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) 

$ 7,959 

Hora Ordinaria - 42 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) - Desde el 15 de Julio 

$ 8,338 

Hora Nocturna - 44 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +35% noct. 

$ 10,744 

Hora Nocturna - 42 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +35% noct. - Desde el 15 de Julio 

$ 11,256 

Hora Extra Diurna - 44 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) +25% extra 

$ 9,948 

Hora Extra Diurna - 42 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) +25% extra - Desde el 15 de Julio 

$ 10,422 

Hora Extra Nocturna - 44 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +75% extra 

$ 13,928 

Hora Extra Nocturna - 42 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +75% extra - Desde el 15 de Julio 

$ 14,591 

Hora Extra Dominical/Festivo Diurna - 44 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) +75% Fest. +25% extra 

$ 15,917 

Hora Extra Dominical/Festivo Diurna - 42 horas/semana 
(6 A.M. a 9 P.M.) +75% Fest. +25% extra - Desde el 15 de 
Julio 

$ 16,675 

Hora Extra Dominical/Festivo Nocturna - 44 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +75% Fest. +75% extra 

$ 19,897 

Hora Extra Dominical/Festivo Nocturna - 42 horas/semana 
(9 P.M. a 6 A.M.) +75% Fest. +75% extra - Desde el 15 de 
Julio 

$ 20,844 

Subsidio de transporte Anual 
12 meses 

$ 2,989,140 

Subsidio de transporte Mensual 
30 días 

$ 249,095 

Subsidio de transporte Diario 
1 día 

$ 8,303.17 

 

2.2.  SUB SECTOR DE LOS SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN, INFRAESTRUCTURA Y 
MANTENIMIENTOS. 

 

Existe un amplio consenso sobre el importante aporte del sector de la construcción en Colombia en los últimos 
años al dinamismo de la actividad económica nacional. De hecho, la contribución promedio del sector al 
crecimiento en los años recientes está en el orden de 0,8 puntos porcentuales.  

La construcción ha sido uno de los sectores más dinámicos en los últimos años y un impulsor de la economía 
nacional. Sin embargo, también ha promovido cambios positivos para la cultura y ha mejorado la calidad de 
vida de los colombianos. 

Son distintas las etapas de transformación que ha tenido la arquitectura y construcción en Colombia. Pese a la 
evolución en términos económicos y su crecimiento que por los que ha atravesado el país a través del tiempo 
hasta la actualidad, se han ido presentando innumerables cambios en materia de construcción de edificios, 
viviendas, empresas parques industriales o cualquier tipo de infraestructura, los cuales han sido testigos de 



 
 
 
 
 
 
varias transformaciones en los últimos años, poniendo a Colombia como uno de los países líderes en 
desarrollo, técnica e innovación por sus avances en el sector.  

El sector de la construcción en Colombia se ha convertido en los últimos años en una de las actividades con 
mayor dinamismo en la economía. No solamente se hace evidente que el sector de la construcción se 
encuentra en una fase expansiva, sino que su participación dentro del PIB ha ganado mayor importancia 
después de la crisis de 1999. 

 
2.2.1. CARACTERISTICAS DEL SECTOR.    

 

La actividad constructora en Colombia se divide en dos grandes ramas: la de la edificación, que 
primordialmente se dedica a soluciones de vivienda; y la de las obras civiles de infraestructura. Estas últimas, 
a su vez, se desagregan en públicas y privadas. Adicionalmente, es importante considerar las empresas que 
se relacionan en forma indirecta con la construcción, tales como las de fabricación de porcelana sanitaria, las 
ladrilleras, las cementeras, las de terminados en madera, las de pinturas, las de acero, etc. 

El comportamiento del sector de la construcción presenta ciclos de expansión y contracción relacionados 
directamente, entre otros factores, con la demanda del producto, las tasas de interés del mercado financiero, 
la disponibilidad de recursos financieros, y las políticas que pone en ejecución el gobierno de turno, las que 
generalmente responden al estímulo para la generación de empleo.  

El sector de la construcción en Colombia presenta ciertas características, la cuales son de gran importancia 
dentro de las cuales encontramos: 

 El volumen de negocio de la construcción presenta una gran ciclicidad, amplificando las oscilaciones 
del PIB. 
 

 Las elevadas cifras de ventas y la dilatación en los periodos de pago y cobro posibilitan la obtención 
de importantes beneficios financieros. 
 

 La gran dependencia de la cifra de ventas provoca un afán de crecimiento para garantizar una 
cartera de pedidos que garantice una rentabilidad suficiente de la constructora 
 

 El afán de crecimiento se traduce en un mayor endeudamiento que el resto de sectores. Sin 
embargo, pese a tener que afrontar el pago de las obligaciones de más deuda, los resultados 
financieros son claramente superiores al resto de sectores debido a la comentada habilidad por 
generar ingresos financieros. 
 

 La elevada ciclicidad del sector ha abocado a las constructoras a una etapa de expansión, por tal de 
garantizar fuentes de ingresos recurrentes. 
 

 El sector emplea a gran número de trabajadores con la consecuente importancia para el global de la 
economía. 
 

 Las constructoras medianas suelen presentar ratios de rentabilidad más elevados. Son constructoras 
con un alto conocimiento de la actividad constructiva y frecuentemente son especialistas en alguna 
actividad concreta. 
 

 La actividad en la exterior resulta menor que el resto de sectores debido a que los productos que 
realiza no son transportables. 
 

 Las Administraciones podrían mejorar la salud del sector reduciendo la volatilidad en la adjudicación 
de contratos por tal de reducir la elevada ciclicidad. 
 

 Las constructoras medianas deben profundizar en su estrategia de diversificación, especialmente en 
los sectores de gestión de aparcamientos, mantenimiento de carreteras, transportes y logística, 
tratamiento de lodos y generación de energía, debido a que representan sectores en que las 
constructoras medianas pueden introducirse, ya que pueden pasar de sólo construir las 
infraestructuras o instalaciones a gestionarlas globalmente bajo concesión administrativa. 
 

 Precaución ante las actividades de edificación, si bien la burbuja inmobiliaria sigue sin desinflarse o 
estallar, resulta insostenible el mantenimiento de una actividad tan elevada durante mucho más 
tiempo.  
 
 

2.2.2. IMPORTANCIA DEL SECTOR. 
 

La industria de la construcción ha ido de la mano con el sector Industrial lo que ha permitido la modernización 
de las instalaciones físicas de las empresas entendiendo así, la estrecha correlación que existe entre las 
compañías constructoras y su incidencia en el desarrollo industrial. La industria de la construcción ha sido 
clave para el desarrollo económico del País en los últimos años debido a su gran dinamismo, y se constituye 
como uno de los sectores más importantes y de mayor incidencia por su estrecha vinculación con la creación 
de infraestructuras básicas como: puentes, carreteras, puertos, vías férreas, plantas de energía eléctrica, 
hidroeléctricas y termoeléctricas, así como sus correspondientes líneas de transmisión y distribución, presas, 
obras de irrigación, construcciones industriales y comerciales, instalaciones telefónicas y telegráficas, 
perforación de pozos, plantas petroquímicas e instalaciones de refinación y obras de edificación no 
residencial, entre otras.  



 
 
 
 
 
 
La mitad de los sectores productivos de la economía Nacional se relacionan en mayor o menor grado con el 
sector de la construcción como proveedores directos. 

La industria constructora es, por lo tanto, un elemento básico en el desarrollo del entorno económico que 
proporciona soluciones para el diseño de una estructura sólida que garantice una óptima utilización de los 
recursos de las Compañías para que éstas cumplan con éxito su actividad económica.  

La correcta explotación de los recursos locales, la incorporación de tecnologías avanzadas y la minimización 
del impacto ambiental, son algunos de los factores determinantes en el éxito de cualquier estrategia de 
desarrollo que se aplique a la industria. 

 

2.2.3. MARCO REGULATORIO Y NORMATIVO DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN. 
 

El marco regulatorio y normativo constituye un conjunto de leyes, decretos, resoluciones, normas y 
reglamentos que proveen un marco de actuación y reglas de juego para el desarrollo de la actividad. 

 
MARCO LEGAL Y NORMATIVO DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN EN COLOMBIA 

 

LEY/DECRETO 
O 

RESOLUCIÓN 

 
OBJETO 

SUBSECTOR EN 
EL QUE INCIDE 

 
 

Ley 0061 de 
1978 

Ley Orgánica de Desarrollo Urbano, con el objeto de lograr condiciones óptimas 
para el desarrollo de las ciudades y de sus áreas de influencia en los aspectos 

físico, económico, social y administrativo, todo núcleo urbano con más de 20.000 
habitantes deberá formular su respectivo Plan Integral de Desarrollo con base en 
las técnicas modernas de planeación urbana y de coordinación urbano-regional. 

Modificada por la Ley 0617 del 2000. 

 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 

Ley 0009 de 
1989 

Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa 
y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones. El objeto de lograr 
condiciones óptimas para el desarrollo de las ciudades y de sus áreas de 
influencia en los aspectos físico, económico, social y administrativo, los 

municipios con una población mayor de cien mil (100.000) habitantes. Modificada 
por ley 002 de 1991. Modificada por la Ley 388 de 1997. 

 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 

Ley 002 de 
1991 

Por la cual se modifica la Ley 9a. de 1989 en las Áreas Metropolitanas el plan de 
desarrollo expedido por la Junta Metropolitana prevalecerá sobre los planes que 

adoptaren los municipios que integran el área en las materias que son de 
competencia de las respectivas áreas. Artículos 1, 3 y 4. Derogado 

expresamente por el Artículo 138 de la Ley 388 de 1997 

 
 

Edificación 

 
Ley 003 de 

1991 

Por la cual se crea el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, se 
establece el subsidio familiar de vivienda, se reforma el Instituto de Crédito 

Territorial, ICT, y se dictan otras disposiciones. Modificada por Ley 388 de 1997. 
Reglamentada parcialmente por el Decreto 1160 de 2010 

 
Edificación 

Ley 80 de 1993 Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública. Exigencia de contar con una interventoría para proyectos contratados 
con el Estado. Derogado parcialmente por Artículo 285 de la Ley 223 de 1995. 

Infraestructura 

 
Ley 105 de 

1993 

Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen 
competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 

reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones. 
El art. 32 de esta Ley (cláusulas unilaterales) fue derogado por el art. 73, Ley 

1682 de 2013. 

 
Infraestructura 

 
Ley 136 de  

1994 

Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios. Promover el desarrollo de su territorio y 

construir las obras que demande el progreso municipal. Modificada por el artículo 
96 de la Ley 617 de 2000. 

Ley 136 de 1994 
Por la cual se 

dictan Edificación 
e Infraestructura 

Ley 258 de 
1996 

Por la cual se establece la afectación a vivienda familiar y se dictan otras 
disposiciones tendientes a la protección de la vivienda. Modificada por la Ley 854 

de 2003. 

Edificación 

 
 
 

Ley 336 de 
1996 

Por la cual se adopta el estatuto nacional de transporte, en la que se señala 
como prioridad esencial del Estado, la protección de los usuarios, al tiempo que 

le ordena exigir y verificar las condiciones de seguridad, comodidad y 
accesibilidad de los modos de transporte, dándole prioridad a los medios de 

transporte masivo. El objeto unificar los principios y los criterios que servirán de 
fundamento para la regulación y reglamentación del Transporte Público Aéreo, 

Marítimo, Fluvial, Férreo, Masivo y Terrestre y su operación en el Territorio 
Nacional. Modificada por el Decreto 1561 de 2002. Modificada por la Ley 1450 de 
2011. Modificada por la Ley 1702 de 2013. Modificada por la Ley 1762 de 2015 

 
 
 

Infraestructura 

Ley 361 de 
1997 

Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con 
limitación y se dictan otras disposiciones. 

Edificaciones 

 
 

Ley 388 de 
1997 

Mediante la cual se armonizan las normas urbanísticas, medioambientales y en 
general de desarrollo urbano en Colombia. Modificada por la ley 507 de 1997. 

Modificada por la ley 614 de 2000. Modificada por la ley 810 de 2003. Modificada 
por la ley 902 de 2004. Modificada por la ley 962 de 2005. Reglamentada 

parcialmente por el Decreto 1160 de 2010. Edificaciones 

 
 

Edificaciones 

 
 
 
 
 

Ley 397 de 
1997 

Sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio 
de la Cultura y se trasladan algunas dependencias. proyectos de construcción 

con elementos patrimoniales, históricos o culturales se enmarcan en esta ley. Ley 
declarada EXEQUIBLE en cuanto a la forma de su expedición por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C15598 de 28 de abril de 1998. Modificada 
por la Ley 617 de 2000. Modificada por la Ley 666 de 2001. Modificada por la Ley 
797 de 2003. La interpretación del Artículo 37 de esta ley debe tenerse en cuenta 
mediante Decreto 2590 de 2003. Modificada por la Ley 1185 de 2008. Modificada 
por la Ley 1379 de 2010. Modificada por el Decreto 19 de 2012. Modificada por la 

 
 
 

 
 

Infraestructura 



 
 
 
 
 
 

Ley 1675 de 2013. Modificada por la Ley 1882 de 2018. Modificada por la Ley 
1955 de 2019 

 
 
 
 

Ley 400 de 
1997 

Por la cual se adoptan normas sobre Construcciones Sismo Resistentes. La ley 
establece criterios y requisitos mínimos para el diseño, construcción y 

supervisión técnica de edificaciones nuevas, así como de aquellas 
indispensables para la recuperación de la comunidad con posterioridad a la 

ocurrencia de un sismo, que puedan verse sometidas a fuerzas sísmicas y otras 
fuerzas impuestas por la naturaleza o el uso, con el fin de que sean capaces de 

resistirlas, incrementar su resistencia a los efectos que éstas producen. 
Modificada por la Ley 1229 de 2008. Modificado por el Decreto 19 de 2012. 

Modificada por la Ley 1796 de 2016. 

 
 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 

Ley 9 de  
1997 

Ley 9 de 1997 Obligación por parte de los urbanizadores de realizar estudios 
detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa o 

inundación como requisito previo para obtener la licencia de urbanismo. Por 
haber salido publicada incompleta en la edición número 35.193 del 5 de febrero 

de 1979, se inserta debidamente corregida la Ley 9 de 1979 en la presente 
edición, Por la cual se dictan Medidas Sanitarias. Modificada por la Ley 73 de 

1988. Modificada por el Decreto 919 de 1989. Modificada por el Decreto 126 de 
2010. Modificada por la Ley 1805 de 2016. 

 
 

Edificaciones 

 
 
 

Ley 435 de 
1998 

Por la cual se reglamenta el ejercicio de la profesión de Arquitectura y sus 
profesiones auxiliares, se crea el Consejo Profesional Nacional de Arquitectura y 
sus profesiones auxiliares, se dicta el Código de Ética Profesional, se establece 
el Régimen Edificación e Infraestructura Disciplinario para estas profesiones, se 

reestructura el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y Arquitectura en 
Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y sus profesiones auxiliares y otras 
disposiciones. Modificada por la Ley 842 de 2003. Modificada por la Ley 962 de 
2005. Modificada por la Ley 1325 de 2009. Adicionada mediante la Ley 1768 de 

2015. 

 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 
 
 
 

Ley 546 de 
1999. 

Por la cual se dictan normas en materia de vivienda, se señalan los objetivos y 
criterios generales a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular 
un sistema especializado para su financiación, se crean instrumentos de ahorro 

destinado a dicha financiación, se dictan medidas relacionadas con los impuestos 
y otros costos vinculados a la construcción y negociación de vivienda y se 

expiden otras disposiciones. Modificada por la Ley 964 de 2005. Modificada por 
la Ley 1114 de 2006. Modificado por la Ley 1328 de 2009. Reglamentada 

parcialmente por el Decreto 1160 de 2010. Modificada por la Ley 1537 de 2012. 
Modificada por la Ley 1673 de 2013. Modificada por el Decreto Ley 890 de 2017. 

Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

 
 
 
 
 

Edificaciones 

 
 
 
 

Ley 550 de 
1999 

Ley 550 de 1999 Por la cual se establece un régimen que promueva y facilite la 
reactivación empresarial y la reestructuración de los entes territoriales para 

asegurar la función social de las empresas y lograr el desarrollo armónico de las 
regiones y se dictan disposiciones para armonizar el régimen legal vigente con 
las normas de esta ley. INHIBIDA mediante Sentencia C95500 de 26 de julio de 
2000. EXEQUIBLE, únicamente respecto del vicio de trámite según Sentencia 
C140500 de 19 de octubre de 2000. Modificada por la Ley 617 del año 2000. 

Adicionada por la Ley 590 de 2000. Prorrogada por la Ley 922 de 2004. 
Modificada por la Ley 1116 de 2006. Modificada por la Ley 1607 de 2012. 

Modificada por la Ley 1673 de 2013. 

 
 
 
 

Infraestructura 

Ley 599 de 
2000 

Por la cual se expide el Código Penal. Edificación e 
Infraestructura 

Ley 614 de 
2000 

Por medio de la cual se adiciona la Ley 388 de 1997 y se crean los comités de 
integración territorial para la adopción de los planes de ordenamiento territorial. 
Se crean los comités de integración territorial para la adopción de los planes de 

ordenamiento territorial 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 
 

Ley 617 de 
2000 

Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 
1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 

1993, se dicta otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se 
dictan normas para la racionalización del gasto público nacional. Modificada por 
la Ley 821 de 2003. Modificada por la Ley 1148 de 2007. Modificada por la Ley 
1296 de 2009. Modificada por la Ley 1416 de 2010. Modificada por la Ley 1865 

de 2017. Modificada por el Decreto Ley 298 de 2017. Modificada por la Ley 1871 
de 2017. Modificada por la Ley 1896 de 2018. Modificada por la Ley 1943 de 

2018. Modificada por la Ley 1955 de 2019. Edificación e Infraestructura 

 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 
 

Ley 633 de 
2000 

Por la cual se expide normas en materia tributaria, se dictan disposiciones sobre 
el tratamiento a los fondos obligatorios para la vivienda de interés social y se 
introducen normas para fortalecer las finanzas de la Rama Judicial. Tarifa de 

licencias, normas en materia tributaria y otras disposiciones. Reglamentada por 
el Decreto Nacional 300 de 2001. Reglamentada parcialmente por el Decreto 

Nacional 406 de 2001. Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 556 
de 2001. Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 1626 de 2001. 

 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

Ley 675 de 
2001 

Por medio de la cual se expide el régimen de propiedad horizontal. Modificada 
por el Decreto 1380 de 2002. Modificada por la Ley 1564 de 2012. Modificada por 

la Ley 1607 de 2012. 

Edificaciones 

Ley 708 de 
2001 

Por la cual se establecen normas relacionadas con el subsidio Familiar para 
vivienda de interés social y se dictan otras disposiciones. Modificada por la Ley 

1001 de 2005. Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

Edificaciones 

 
 
 
 
 
 

Ley 769 de 
2002 

Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras 
disposiciones. Las normas del presente Código rigen en todo el territorio nacional 

y regulan la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, 
motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas o 

privadas que están abiertas al público, o en las vías privadas, que internamente 
circulen vehículos; así como la actuación y procedimientos de las autoridades de 
tránsito. Modificada por la Ley 903 de 2004. Modificada por la Ley 1239 de 2008. 

Modificada por la Ley 1281 de 2009. Modificada por la Ley 1383 de 2010. 
Modificada por la Ley 1397 de 2010. Modificada por el Decreto 15 de 2011. 
Modificada por la Ley 1503 de 2011. Modificada por el Decreto 19 de 2012. 

 
 
 
 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 



 
 
 
 
 
 

Modificada por la Ley 1548 de 2012. Modificada por la Ley 1696 de 2013. 
Modificada por la Ley 1730 de 2014. Modificada por la Ley 1811 de 2016. 
Modificada por la Ley 1843 de 2017. Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

 
 
 

Ley 789 de 
2002 

Por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social 
y se modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo. Modificada 

por la Ley 828 de 2003. Modificada por la Ley 920 de 2004. Modificada por la Ley 
1111 de 2006. Modificada por la Ley 1114 de 2006. Modificada por la Ley 1150 
de 2007. Reglamentada parcialmente por el Decreto 1160 de 2010. Modificada 
por la Ley 1430 de 2010. Modificada por la Ley 1438 de 2011. Modificada por la 
Ley 1450 de 2011. Modificada por la Ley 1636 de 2013. Modificada por la Ley 

1753 de 2015. Modificada por la Ley 1819 de 2016. 

 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
Ley 810 de 

2003 

Por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones 
urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras 
disposiciones. Modificada por la Ley 1001 de 2005. Modificada por la Ley 1801 

de 2016. 

 
Edificaciones 

 
Ley 820 de 

2003 

La presente ley tiene como objeto fijar los criterios que deben servir de base para 
regular los contratos de arrendamiento de los inmuebles urbanos destinados a 
vivienda. Modificada por la Ley 1819 de 2016. Modificada por la Ley 1564 de 

2012. 

 
Edificaciones 

 
 

Ley 842 de 
2003 

Por la cual se modifica la reglamentación del ejercicio de la ingeniería, de sus 
profesiones afines y de sus profesiones auxiliares, se adopta el Código de Ética 
Profesional y se dictan otras disposiciones. Modifica el artículo 167 Mediante la 
Sentencia C07803 de 6 de febrero de 2003. Modifica el artículo 167 mediante la 

Sentencia C64903 de 5 de agosto de 2003. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

Ley 902 de 
2004 

Por la cual se adicionan algunos artículos de la Ley 388 de 1997 y se dictan otras 
disposiciones. Y se constituyen las Normas Urbanísticas y Estructurales. 

Edificaciones 

 
 
 
 
 

Ley 962 de 
2005 

Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 
procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los 

particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos. Con 
objeto facilitar las relaciones de los particulares con la Administración Pública, de 

tal forma que las actuaciones que deban surtirse ante ella para el ejercicio de 
actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones se desarrollen de 

conformidad con los principios establecidos en los artículos 83, 84, 209 y 333 de 
la Carta Política. Corregida por el Decreto 3075 de 2005. Modificada por la Ley 
1212 de 2008. Modificada por la Ley 1437 de 2011. Modificada por la Ley 1447 
de 2011. Modificada por la Ley 1481 de 2011. Modificada por el Decreto 19 de 

2012. Modificada por la Ley 1819 de 2016. Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

 
 
 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

 
Ley 973 de  

2005 

Por la cual se modifica el Decreto Ley 353 del 11 de febrero de 1994 y se dictan 
otras disposiciones. La Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, tendrá 

como objeto facilitar a sus afiliados la adquisición de vivienda propia, mediante la 
realización o promoción de todas las operaciones del mercado inmobiliario, 

incluidas las de intermediación, la captación y administración del ahorro de sus 
afiliados y el desarrollo de las actividades administrativas, técnicas, financieras y 
crediticias que sean indispensables para el mismo efecto. Modificada por la Ley 

1114 de 2006. Modificada por la Ley 1305 de 2009.  

 
Edificaciones. 

 
Ley 1083 de 

2006 

Por medio de la cual se establecen algunas normas sobre planeación urbana 
sostenible y se dictan otras disposiciones. Los municipios y distritos que deben 

adoptar planes de ordenamiento territorial en los términos del literal a) del artículo 
9º de la Ley 388 de 1997, formularán, adoptarán y ejecutarán planes de 

movilidad. Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

Ley 1114 de 
2006 

Se destinan recursos para la vivienda de interés social. Edificaciones 

 
 

Ley 1150 de 
2007 

Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia 
en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la 

contratación con Recursos Públicos. Modificada por la Ley 1450 de 2011. 
Modificada por la Ley 1474 de 2011. Modificada por la Ley 1508 de 2012. 

Modificada por el Decreto 19 de 2012. Modificada por la Ley 1563 de 2012. 
Modificada por la Ley 1753 de 2015. Modificada por la Ley 1882 de 2018. 

Modificada por la Ley 1955 de 2019. 

 
 

Edificación e  
Infraestructura 

 
 
 

Ley 1185 de 
2008 

Por la cual se modifica y adiciona la Ley 397 de 1997 "Ley General de Cultura" y 
se dictan otras disposiciones. Política estatal en relación con el patrimonio 

cultural de la Nación. La política estatal en lo referente al patrimonio cultural de la 
Nación tendrá como objetivos principales la salvaguardia, protección, 

recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación del mismo, con el 
propósito de que sirva de testimonio de la identidad cultural nacional, tanto en el 

presente como en el futuro. 

 
 
 

Infraestructura 

Ley 1209 de 
2008 

Por medio de la cual se establecen normas de seguridad en piscinas. Edificación e 
Infraestructura 

Ley 1287 de 
2009 

La cual establece los mecanismos de integración social para personas con 
limitaciones. Decreta directrices para: bahías de estacionamiento, movilidad 

reducida y accesibilidad. 

Edificación e 
Infraestructura 

Ley 1469 de 
2011 

Por la cual se adoptan medidas para promover la oferta de suelo urbanizable y 
se adoptan otras disposiciones para promover el acceso a la vivienda. 

Edificación 

 
Ley 1537 de 

2012 

Señalar las competencias, responsabilidades y funciones de las entidades del 
orden nacional y territorial, y la confluencia del sector privado en el desarrollo de 
los proyectos de VIS y proyectos de VIP destinados a las familias de menores 
recursos, la promoción del desarrollo territorial, así como incentivar el sistema 

especializado de financiación de vivienda. 

 
 

Edificación 

 
Ley 1561 de 

2012 

Por la cual se establece un proceso verbal especial para otorgar títulos de 
propiedad al poseedor material de bienes inmuebles urbanos y rurales de 

pequeña entidad económica, sanear la falsa tradición y se dictan otras 
disposiciones. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

Ley 1575 de 
2012 

Por medio de la cual se establece la Ley General de Bomberos de Colombia. 
Modificada por la ley 1796 de 2016. Modificada por la ley 1940 de 2018. 

Modificada por la ley 1943 de 2018. 

Edificación 

 Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de  



 
 
 
 
 
 

Ley 1682 de 
2013 

infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias. 
Modificada por el Decreto 3049 de 2013. Modificada por el Decreto 476 de 2014. 

Modificada por la Ley 1742 de 2014. Modificada por la Ley 1882 de 2018. 

Infraestructura 

 
Ley 1625 de 

2013 

Dictar normas orgánicas para dotar a las Áreas Metropolitanas de un régimen 
político, administrativo y fiscal, que, dentro de la autonomía reconocida por la 
Constitución Política y la ley, sirva de instrumento de gestión para cumplir con 

sus funciones. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

 
Ley 1742 de 

2014 

Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de 
infraestructura de transporte, agua potable y saneamiento básico, y los demás 
sectores que requieran expropiación en proyectos de inversión que adelante el 

Estado y se dictan otras disposiciones. 

 
Infraestructura 

Ley 1801 de 
2016 

Por la cual se expide el Código Nacional de Policía y Convivencia. Edificación e 
Infraestructura 

 
Ley 1796 de 

2016 

Generar medidas enfocadas a la protección del comprador de vivienda, el 
incremento de la seguridad de las edificaciones, el fortalecimiento de la Función 

Pública que ejercen los curadores urbanos y establecer otras funciones a la 
Superintendencia de Notariado y Registro. Reglamentada por el Decreto 1203 de 

2017. 

 
Edificaciones 

Ley 1943 de 
2018 

Por la cual se expiden normas de financiamiento para el restablecimiento del 
equilibrio del presupuesto general y se dictan otras disposiciones. Modificada por 

la ley 1955 de 2019. 

Edificación e 
Infraestructura 

Ley 1882 de 
2018 

Por la cual se adicionan, modifican y dictan disposiciones orientadas a fortalecer 
la Contratación Pública en Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras 

disposiciones.  

Infraestructura 

Ley 1955 de 
2019 

Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, pacto por la 
equidad”  

Edificaciones e 
Infraestructura 

 
 
 
 
 

Decreto 1222 
de 1986 

Es el Código de Régimen Departamental que comprende al Departamento como 
entidad territorial y sus funciones; de igual manera sus Condiciones para su 

creación, deslinde y amojonamiento; Planeación departamental y coordinación de 
funciones nacionales; Asambleas; Gobernadores y sus funciones; Bienes y 

rentas departamentales; Contratos; Personal; Control fiscal; Entidades 
descentralizadas; convenios interdepartamentales y disposiciones varias. 

Modificado por el artículo 113 del Decreto 1122 de 1999. Modificado por el 
artículo 114 del Decreto 1122 de 1999. Modificado por el Artículo 57 del Decreto 
266 de 2000. Modificado por el artículo 58 del Decreto 266 de 2000. Reformado 

por ley 617 de 2000. Modificado por el artículo 29 de la Ley 962 de 2005. 
Derogados los Artículos 9, 10, 11, 12 y 13 por el artículo 14 de la Ley 1447 de 

2011. 

 
 
 
 
 

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 2150 
de 1995 

Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o trámites 
innecesarios existentes en la Administración Pública. Artículo 37 es derogado por 

el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007.  

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 1160 
de 2010 

Por medio del cual se reglamentan parcialmente las Leyes, en relación con el 
Subsidio Familiar de Vivienda de Interés Social Rural.  

Edificación 

 
Decreto 926 de 

2010 

Por el cual se establecen los requisitos de carácter técnico y científico para 
construcciones sismoresistentes NSR10. Modificado por Decreto Nacional 092 
de 2011. Modificado por Decreto 2525 de 2010. Modificado por Decreto 340 de 

2012. Modificado por Decreto 945 de 2017.  

 
Edificación e 

Infraestructura 

Decreto 2525 
de 2010 

Por el cual se adoptan medidas para la modificación y revalidación de licencias 
de construcción y licencias por etapas. Modificado por Decreto 340 de 2012. 

Modificado por Decreto 945 de 2017.  

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 092 de 
2011 

Por el cual se hace una modificación al Reglamento de construcciones Sismo 
Resistentes NSR10 según documento anexo que hace parte del presente 

decreto. Modificado por Decreto 340 de 2012. Modificado por Decreto 945 de 
2017.  

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 340 de 
2012 

Por el cual se modifica parcialmente el Reglamento de Construcciones Sismo 
Resistentes NSR10. Modificado por Decreto 945 de 2017.  

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 3049 
de 2013 

Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de 
infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias 

Infraestructura 

 
Decreto 476 de 

2014 

Por la cual se adoptan medidas y disposiciones para los proyectos de 
infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias. 

Modificado por el Decreto 476 de 2014. Modificado por la Ley 1742 de 2014. 
Modificado por la Ley 1882 de 2018.  

 
Infraestructura 

 
 

Decreto 1077 
de 2015 

Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio. En esta 
norma se compilan decretos que reglamentan los aspectos de las licencias de 

urbanismo y construcción para cualquier proyecto que incluya edificaciones en el 
país y se detallan otros criterios. Modificado por Decreto 1285 de 2015. 

Modificado parcialmente por Decreto 1203 de 2017.  

 
 

Edificaciones 

Decreto 1080 
de 2015 

Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura.  Edificaciones 

Decreto 1082 
de 2015 

Por medio del cual se expide el decreto único reglamentario del sector 
administrativo de planeación nacional.  

Edificación e 
Infraestructura 

Decreto 554 de 
2015 

Determinar las medidas de seguridad aplicables a los establecimientos de 
piscinas de uso colectivo abiertas al público en general que deben ser cumplidas 

por los responsables de estas. 

Edificaciones 

Decreto 1285 
de 2015 

Establecer lineamientos de construcción sostenible para edificaciones, 
encaminados al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y al 

ejercicio de actuaciones con responsabilidad ambiental y social.  

Edificaciones 

Decreto 1898 
de 2016 

Definir esquemas diferenciales para la prestación de los servicios de acueducto, 
alcantarillado y aseo, y para el aprovisionamiento de agua para consumo 

humano y doméstico y de saneamiento básico en zonas rurales del territorio 
nacional.  

Infraestructura 

Decreto 945 de 
2017 

Por la cual se modifica parcialmente el Reglamento Colombiano de Construcción 
Sismo Resistente NSR10. 

. Edificación e 
Infraestructura 

 
Decreto 1203 

de 2017 

Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 1077 de 2015 Único 
Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio y se reglamenta la Ley 

1796 de 2016, en lo relacionado con el estudio, trámite y expedición de las 

 
 

Edificaciones 



 
 
 
 
 
 

licencias urbanísticas y la función pública que desempeñan los curadores 
urbanos y se dictan otras disposiciones. 

 
 

Resolución 
1096 de 2000 

Por la cual se adopta el Reglamento Técnico para el sector de Agua Potable y 
Saneamiento Básico – RAS. Formular la política de Gobierno en materia social 

del país relacionada con la competitividad, integración y desarrollo de los 
sectores productivos del agua potable y saneamiento básico y expedir 

Resoluciones, circulares y demás actos administrativos de carácter general o 
particular necesarios para el cumplimiento de sus funciones.  

 
 

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 424 
de 2001 

Por la cual se modifica la Resolución número 1096 de noviembre 17 de 2000 que 
adopta el Reglamento Técnico para el sector de Agua Potable y Saneamiento 

Básico RAS. 

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 668 
de 2003 

Por la cual se modifican los artículos 86, 123, 126 y 210 de la Resolución número 
1096 del 17 de noviembre de 2000 que adopta el reglamento técnico para el 

sector de Agua Potable y Saneamiento Básico, RAS. 

Edificación e 
Infraestructura 

 
Resolución 004 

de 2004 

Por la cual se adopta la versión actualizada del Plan de Emergencias de Bogotá, 
el cual establece los parámetros e instrucciones y se define políticas, sistemas de 

organización y procedimientos interinstitucionales para la administración de 
emergencias en Bogotá D.C. 

 
Edificaciones 

Resolución 
1023 de 2004 

Por la cual se expide el reglamento técnico para gasodomésticos que funcionan 
con combustibles gaseosos, que se fabriquen o importen para ser utilizados en 

Colombia. 

Edificaciones 

Resolución 
1447 de 2005 

Por la cual se modifica la Resolución No. 1096 de noviembre 17 de 2.000 que 
adopta el Reglamento Técnico para el sector de Agua Potable y Saneamiento 

Básico RAS. 

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 
1459 de 2005 

Por la cual se modifica la Resolución número 1096 de 2000 que adopta el 
Reglamento Técnico para el Sector de Agua Potable y Saneamiento Básico, 

RAS. 

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 
2320 de 2009 

Adopta el Reglamento Técnico para el sector de Agua Potable y Saneamiento 
Básico — RAS. 

Edificación e 
Infraestructura 

 
 

Resolución 
1618 de 2010 

Establecer las características físicas, químicas y microbiológicas con los valores 
aceptables que debe cumplir el agua contenida en estanques de piscinas y 

estructuras similares de recirculación, la frecuencia de control y vigilancia de la 
calidad del agua que debe realizar el responsable y la autoridad sanitaria, así 

como el instrumento básico de la calidad de esta. Modificada por la Resolución 
1509 de 2011. Edificación 

 
 

Edificación 

Resolución 
1510 de 2011 

Por la cual se definen los criterios técnicos y de seguridad para piscinas y se 
dictan otras disposiciones. 

Edificación 

 
 

Resolución 
4113 de 2012 

Establecer el reglamento técnico a través del cual se señalen los criterios 
técnicos mínimos que deben cumplir los dispositivos de seguridad utilizados en 

las piscinas ubicadas en el territorio nacional, así como, los criterios 
administrativos que deben observar las autoridades que realizan las acciones de 

inspección, vigilancia y control a dichos dispositivos en el país. 

 
 

Edificación 

Resolución 
90902 de 2013 

Por medio de la cual se expide el Reglamento Técnico de Instalaciones Internas 
de Gas Combustible. 

Edificación 

Resolución 661 
de 2014 

Por la cual se adopta el Reglamento Administrativo, Operativo, Técnico y 
Académico de los Bomberos de Colombia. Modificada por la Resolución 1127 de 

2018. 

Edificaciones 

Resolución 549 
de 2015 

Se reglamentan los parámetros y lineamientos de construcción sostenible y se 
adopta la Guía para el ahorro de agua y energía de edificaciones. 

Edificaciones 

Resolución 
1394 de 2015 

Por la cual se adopta el formato y el instructivo para realizar la declaración de 
conformidad de primera parte del proveedor de los dispositivos de seguridad 

utilizados en los estanques de piscinas. 

Edificaciones 

Resolución 631 
de 2015 

Por la cual se establecen los parámetros y los valores límites máximos 
permisibles en los vertimientos puntuales a cuerpos de aguas superficiales y a 

los sistemas de alcantarillado público y se dictan otras disposiciones. 

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 
41286 de 2016 

Por la cual se adopta el plan de acción indicativo 2017-2022 para el desarrollo 
del programa de uso racional y eficiente de la energía.  

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 
0017 de 2017 

Procedimientos para fijar el alcance de las labores profesionales y establecer los 
honorarios mínimos que se utilicen para retribuir las labores mencionadas en el 

Artículo 42 de la Ley 400 de 1997.  

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 472 
de 2017 

Por la cual se reglamenta la gestión integral de los residuos generados en las 
actividades de construcción y demolición RCD y se dictan otras disposiciones.  

Edificación e 
Infraestructura 

Resolución 462 
de 2017 

Por medio de la cual se establecen los documentos que deberán acompañar las 
solicitudes de licencias urbanísticas y de modificación de licencias urbanísticas 

vigentes.  

Edificaciones 

Resolución 463 
de 2017 

Por medio de la cual se adopta el Formulario único Nacional para la solicitud de 
licencias urbanísticas y el reconocimiento de edificaciones y otros documentos.  

Edificaciones 

Resolución 
0064 de 2018 

Por la cual se reglamenta la Ley 1796 de 2016, en lo relacionado al porcentaje 
las expensas derivadas de la función de los curadores urbanos que se destinará 

a la sostenibilidad de la vigencia que ejercerá la SNR.  

Edificación e 
Infraestructura 

 

2.2.4. AGENTES REGULADORES DEL SECTOR. 
 

En el sector de la construcción se puede identificar una serie de agentes que intervienen dese el punto de 
vista de la regulación, diseño de políticas, manuales y guías para los subsectores del mismos; Los más 
representativos son:  

 
AGENTES DEL SECTOR QUE INTERACTÚAN EN EL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN  

 

ENTIDAD OBJETO SUBSECTOR EN 
EL INCIDE 

 
 

Asesorar al presidente y entidades del Gobierno Nacional y apoyar a 
otras entidades del Estado en la construcción e implementación de 

 
 



 
 
 
 
 
 

 
 

Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público 

políticas sectoriales, territoriales y poblacionales. Incidir en la 
formación de opinión pública cualificada y en la toma de decisiones 

de los sectores público y privado. Liderar la asignación y promover el 
uso efectivo de los recursos de inversión pública. Promover el 
desarrollo y el ordenamiento territorial, y la descentralización. 

Promover la efectividad de las políticas y proyectos de inversión 
pública a partir de su seguimiento y evaluación.  

 
Edificación e 

Infraestructura 

Departamento Nacional de 
Planeación – DNP 

Diseño, orientación, coordinación, seguimiento y evaluación de las 
políticas de desarrollo urbano, vivienda, agua potable y saneamiento 

básico.  

Edificación e 
Infraestructura 

Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio 

Formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública, 
planes y proyectos en materia de desarrollo territorial y urbano 

planificado del país.  

Edificación e 
Infraestructura 

Comisión de Regulación 
Agua Potable y 

Saneamiento Básico 

Regulación de monopolios en la prestación de servicios públicos 
para que el préstamo del servicio se dé, de manera eficiente.  

Edificación e 
Infraestructura 

Ministerio de Minas y 
Energía 

Formular, adoptar, dirigir y coordinar la política en materia de 
generación, transmisión, distribución y comercialización de energía 

eléctrica 

Edificación e 
Infraestructura 

 
ICONTEC 

ICONTEC, a través de diferentes comités y equipo de trabajo, 
participa activamente en la definición de normas que contribuyen al 

crecimiento de estos sectores.  

Edificación e 
Infraestructura 

Fondo Nacional de 
Vivienda FONVIVIENDA 

Consolidación del sistema nacional de información de vivienda y 
ejecución de políticas del gobierno nacional en materia de vivienda 

VIS urbana. 

Edificación 

Fondo Nacional del Ahorro 
– FNA 

Administración eficiente de las cesantías y contribución a la solución 
del problema de vivienda y de educación de los afiliados. 

Edificación 

 
Curadurías Urbanas 

Verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y 
edificación vigentes en el municipio o distrito, otorgando así las 

licencias de construcción y de urbanización. 

 
Edificación 

 
Superintendencia de 

Sociedades 

Contribuir a la preservación del orden público económico por medio 
de las funciones de fiscalización gubernamental sobre las 

sociedades comerciales y ejercer las facultades jurisdiccionales 
previstas en la ley. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

 
 

Ministerio de Trabajo 

Formular, adoptar y orientar la política pública en materia laboral que 
contribuya a mejorar la calidad de vida de los colombianos, para 

garantizar el derecho al trabajo decente, mediante la identificación e 
implementación de estrategias de generación y formalización del 

empleo. 

 
Edificación e 

Infraestructura 

 
 

2.2.5. ESTRUCTURA Y SEGMENTACIÓN DEL SECTOR DE LA CONSTRUCCIÓN A NIVEL NACIONAL. 
 

El sector de la construcción se divide en dos grandes subsectores, denominados: i) Edificaciones, que hace 
referencia a las construcciones en altura que se categorizan de acuerdo con la destinación de su uso 
ocupacional, e ii) Infraestructura, dedicada a la construcción de obras civiles, esta última desagregada 
también, de acuerdo con el uso. 

Es importante indicar, además, que existe un importante número de empresas de sectores que, aunque no 
corresponden al Core del sector de la construcción, se relacionan de forma indirecta. Estas hacen parte de la 
cadena productiva y son requeridas para el desarrollo de las actividades del sector constructor. Dentro de 
ellas, se encuentran los fabricantes de insumos, materiales y terminados, así como los proveedores de 
maquinaria, servicios, entre otros. 

 

2.2.6. SUBSECTOR DE LAS EDIFICACIONES. 
 

Es considerado por el sector como de máxima relevancia, debido a su función regulatoria en cuanto a las 
condiciones estructurales con las que deben contar las construcciones en Colombia ante la ocurrencia de un 
sismo, preservando las condiciones de seguridad de los ocupantes. 

El subsector de edificaciones se desagrega entonces, según esta clasificación, en dos grandes categorías 
asociadas a la destinación del uso ocupacional: residencial y no residencial; Entre las más contratadas en el 
sector público encontramos:  

 
SUBGRUPOS PARA OCUPACIÓN NO RESIDENCIAL 

 

Uso ocupacional comercial De servicios 

De bienes y Productos 

 
 

Uso ocupacional o institucional 

De reclusión 

De salud o incapacidad. 

De educación 

De seguridad Publica 

De servicios Públicos 

Uso ocupacional lugares de reunión Culturales 

Reunión Social 

Reunión Religiosa 
Fuente: Elaboración propia equipo técnico CAMACOL, 2020 con base en el marco legal o normativo colombiano, 
Reglamento Colombiano de Construcción Sismo Resistente NSR – 10, 2010. 



 
 
 
 
 
 
 

 

2.2.7. SUBSECTOR DE LA INFRAESTRUCTURA.  
 

Para el caso del subsector denominado infraestructura, se contemplan todas las obras civiles promovidas 
mayormente por el Gobierno Nacional y que tienen como objetivo el desarrollo de zonas urbanas y rurales en 
beneficio de la comunidad. Dentro de ellas se contemplan proyectos categorizados por su función. 

De acuerdo con el Estudio de Caracterización del Sector de la Infraestructura de Transporte de la Cámara 
Colombiana de la Infraestructura, se realiza la siguiente caracterización para el subsector infraestructura: 

 

Fuente: Elaboración propia equipo técnico CAMACOL, 2020 con base en Estudio de Caracterización del Sector de 
la Infraestructura de Transporte, 2016, p. 8. 

 

2.2.8. INDICADORES DE LA CONSTRUCCIÓN 

2.2.8.1. Indicadores Económicos Alrededor de la Construcción (IEAC) 

 

Producto Interno Bruto (PIB)1 En el cuarto trimestre de 2025 (octubre – diciembre), el PIB a precios 
constantes aumentó en 2,3% con relación al mismo trimestre de 2024. Al analizar el resultado del valor 
agregado por grandes ramas de actividad, se observa un decrecimiento en el valor agregado de la 
construcción de 2,6% en su variación anual, que se explica principalmente por la disminución del valor 
agregado de las edificaciones 6,5%. Por otro lado, el valor agregado de las obras civiles se incrementó en 
6,3% y el de las actividades especializadas decreció en 2,7%. 



 
 
 
 
 
 

 

Al analizar las cifras del Producto Interno Bruto (PIB), para el cuarto trimestre de 2025 (octubre– diciembre) 
frente al mismo periodo del año anterior para algunos países de América Latina, se observa que Perú registró 
el mayor crecimiento al presentar una variación de 3,2%, seguido de Colombia que presentó un crecimiento 
de 2,3% y Mexico presentó 1.8% en contraste con el cuarto trimestre del 2024. En lo referente al valor 
agregado de la construcción, se observa crecimiento con relación al mismo trimestre de 2024 para Perú de 
9,0%, y Mexico de 4,3%, mientras que, para Colombia se registró una variación negativa de 2,6%. 

 

2.2.8.2. Empleo 

En enero de 2026, el número de ocupados en el total nacional fue 23.227 miles de personas. La Construcción 
como rama de actividad económica participó con el 6,8% de los ocupados. En enero de 2026, la población 
ocupada en el total nacional aumentó 1,4%, mientras que los ocupados en la rama de Construcción aumento 
en 5,9% con respecto al mismo periodo del año anterior. Para enero de 2026, 1.585 miles de personas 
estaban ocupadas en la rama de la Construcción; de estos el 43,9% estaban ubicados en 13 ciudades y áreas 
metropolitanas equivalente a 697 miles de personas, que además presentaron una disminución del 5,4%, es 
decir, 40 mil personas menos con respecto a enero de 2025. 

 

 

2.2.8.3. Indicadores de oferta 

Producción de Cemento Gris3 En enero de 2026, la producción total de cemento gris en el país alcanzó 
992.056 toneladas, con un aumento de 3,1% respecto a enero de 2025.   



 
 
 
 
 
 

 

Producción Per Cápita de Cemento Gris anual y trimestral Durante 2025, la producción anual per cápita de 
cemento gris fue 265,3 kilogramos por habitante con un aumento de 2,9%, con respecto a la producción de 
2024, la cual fue de 257,8 kilogramos por habitante. 

 

 

Para el cuarto trimestre de 2025, la producción trimestral per cápita de cemento gris fue 71 kilogramos por 
habitante presentando una disminución de 1,8% con respecto a la producción del trimestre anterior que fue de 
72 kilogramos por habitante. 



 
 
 
 
 
 

 

 

2.2.8.4. Producción de Concreto Premezclado 

En diciembre de 2025, la producción de concreto premezclado fue 596.396 metros cúbicos y registró una 
disminución de 2,8% con relación a diciembre de 2024. Este comportamiento es explicado principalmente por 
las variaciones de la producción anual de Cundinamarca de -25,0%, Valle del Cauca -24,3 y Bogotá -4,3%, los 
cuales restaron en conjunto 5,0 puntos porcentuales a la variación total. La producción de concreto 
premezclado se concentró en Bogotá con 35,4%, algunos departamentos que pertenecen al grupo del Resto 
con 14,5% y Antioquia con 12,0%. 

 

2.2.8.5. Licencias de Construcción 

En diciembre de 2025, se licenciaron 1.849.791 m2 lo que significó una disminución de 28,1% del área total 
aprobada con respecto a diciembre de 2024. El área aprobada para vivienda presentó una disminución de 
35,6%, al pasar de 2.092.849 m2 en diciembre de 2024 a 1.347.660 m2 en diciembre de 2025; este resultado 
contribuyó negativamente con 29,0 puntos porcentuales a la variación negativa total del área aprobada 28,1%. 



 
 
 
 
 
 

 

En diciembre de 2025, se licenciaron 13.316 soluciones de vivienda; 5.239 viviendas de interés social (VIS) y 
8.077 viviendas diferentes a interés social (No VIS). Por otro lado, el número de unidades aprobadas para 
vivienda de interés social presentó una variación anual de -59,7%. Las soluciones de vivienda diferentes de 
interés social tuvieron una variación anual de -29,3%. 

 

El decrecimiento de 28,1% del área total aprobada en diciembre de 2025 comparado con el mismo mes del 
año 2024, es explicado principalmente por las variaciones anuales de las áreas aprobadas en Valle del Cauca 
(-63,6%), Bogotá, D.C. (-65,8%), Atlántico (-63,8%), Bolívar (-73,8%) y Antioquia (-13,6%) que aportaron en 
conjunto negativamente 28,4 puntos porcentuales a la variación total negativa 28,1%.   

 

 

2.2.8.6. Indicadores de demanda Despachos de Cemento Gris 



 
 
 
 
 
 
En el mes de enero de 2026 se despacharon 951.080 toneladas de cemento gris al mercado nacional, lo que 
representó un aumento de 6,9% con respecto a enero de 2025. Este resultado se explicó principalmente por el 
aumento en el canal de Comercialización con 16,2% el cual aportó 9,6 puntos porcentuales a la variación 
total. 

 

 

2.2.8.7. Precios y Costos.  

2.2.8.7.1. Índice de Costos de la Construcción de Edificaciones 

El índice de Costos de la Construcción de Edificaciones – (ICOCED), es un indicador que permite conocer la 
variación promedio mensual de los precios de una canasta representativa de los insumos requeridos en la 
construcción de edificaciones en el país. El ICOCED incluye dentro de la medición, la representatividad de las 
edificaciones y presenta resultados para 10 destinos, 53 subgrupos de costo, 6 capítulos constructivos, 
además de la agregación de los bienes y servicios estructurados para 8 grupos de costo (equipos, maquinaria, 
mano de obra, transporte, materiales, equipos especializados de la construcción, equipos especiales para 
obra y herramienta menor) que permite contar con resultados según dichos grupos y llegando hasta 93 
insumos.  

En enero de 2026, el índice de Costos de la Construcción de Edificaciones – (ICOCED) presentó una 
variación mensual de 3,69%, en comparación con diciembre de 2025. Para edificaciones no residenciales 
presento un promedio nacional de 3,85% y aportó 1,33 puntos porcentuales, y para edificaciones 
residenciales presento un promedio nacional de 3,61% y contribuyó con 2,36 puntos porcentuales.  

El comportamiento de los diez destinos relacionados con la construcción de edificaciones respecto del 
promedio nacional que fue de 3,69%, todos los destinos presentaron variaciones positivas así: Apartamentos 
con 3,65%, Casas con 3,37%, Comercio con 3,90%, Educación con 3,76%, Oficinas con 3,89%, Bodegas con 
3,62%, Hoteles con 3,82%, Hospitales y centros de asistencia con 3,96, Administración pública con 4,86% y 
finalmente Otros destinos con 3,72%. 

 



 
 
 
 
 
 

 

2.2.8.7.2. Índice de Costos de la Construcción de Obras Civiles 

 
En enero de 2026, el Índice de Costos de la Construcción de Obras Civiles – (ICOCIV), registró una variación 
mensual de 2,40%, con respecto a diciembre de 2025.  Según tipos de construcción, los grupos de Tuberías 
para la conducción de gas a larga distancia, líneas de comunicación y cables de poder; tuberías y cables 
locales, y obras conexas presentó un variación mensual de 2,94%, las Construcciones deportivas al aire libre y 
otras obras de ingeniería civil presentaron una variación mensual de 2,71% y Puertos, canales, presas, sistemas 
de riego y otras obras hidráulicas (acueductos) presentaron una variación mensual de 2,65%, ubicándose estas 
tres por encima del promedio nacional, el resto de los grupos se ubicaron por debajo del promedio nacional. 
 

 

Por grupos de costos, en enero de 2026, las mayores variaciones de precios en relación con el mes de 
diciembre de 2025 se presentaron en: Mano de obra con 8,72%, Transporte con 2,12% y Equipos 1,32%. 

 

 

2.2.8.7.3. Índice de Precios del Productor 

 
En enero de 2026, el Índice de Precios del Productor (IPP) para materiales de construcción presentó una 
variación mensual de 1,10%, respecto a diciembre de 2025. Según la clasificación CUODE, el IPP para 
consumo intermedio presentó una variación mensual de 0,12%. 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

2.2.8.8. Indicadores.  

 
2.2.8.8.1. Indicador de Producción de Obras Civiles 

 
(precios constantes) En el cuarto trimestre de 2025, el indicador de producción de obras civiles (IPOC) registró 
un crecimiento de 6,3%, con relación al cuarto trimestre de 2024 y está explicado principalmente por el 
comportamiento positivo en tres de los cinco grupos de obra respecto a su variación anual; el grupo 
Construcciones en minas y plantas industriales con 15,8%; el grupo de Carreteras, calles, vías férreas y pistas 
de aterrizaje, puentes, carreteras elevadas y túneles con 3,9% y finalmente el grupo de Tuberías para la 
conducción de gas a larga distancia, líneas de comunicación y cables de poder; tuberías y cables locales, y 
obras conexas con 15,7% los cuales sumaron en conjunto 7,1 puntos porcentuales a la variación anual 6,3%. 
 

 

 

Al desagregar por las 15 subclases de obras civiles, las subclases que presentaron las variaciones anuales 
positivas más representativas fueron: Centrales eléctricas con 32,8%; Cables locales y obras conexas con 
141,8%; Carreteras (excepto carreteras elevadas); calles y ferrocarriles con 4,5%; Sistemas de riego y obras 



 
 
 
 
 
 
hidráulicas de control de inundaciones con 81,3% y Túneles con 792,6%, las cuales sumaron en conjunto 8,4 
puntos porcentuales a la variación anual del IPOC 6,3%. 

Con fundamento en los indicadores económicos del sector construcción publicados por el DANE en el boletín 
IEAC correspondiente al IV trimestre de 2025, se evidencia que el sector continúa presentando un 
comportamiento mixto, con señales de recuperación en algunos subsectores y desaceleración en otros. El PIB 
nacional registró un crecimiento de 2,3%; sin embargo, el valor agregado de la construcción presentó una 
variación negativa de -2,6%, principalmente por la disminución en el subsector de edificaciones (-6,5%). No 
obstante, las obras civiles mostraron un comportamiento favorable con un crecimiento de 6,3%, impulsado 
especialmente por proyectos de infraestructura vial, hidráulica y energética.  

Así mismo, indicadores de oferta como la producción de cemento gris aumentaron 3,1% y los despachos de 
cemento crecieron 6,9%, evidenciando una dinámica positiva en actividades constructivas y de infraestructura. 
En contraste, la producción de concreto premezclado disminuyó 2,8% y las licencias de construcción 
registraron una reducción de 28,1% en el área aprobada, reflejando una desaceleración en el desarrollo de 
proyectos edificadores, especialmente de vivienda VIS y No VIS.  

En materia de costos, el Índice de Costos de la Construcción de Edificaciones (ICOCED) presentó una 
variación mensual de 3,69% y el Índice de Costos de Obras Civiles (ICOCIV) de 2,40%, impactados 
principalmente por incrementos en mano de obra, transporte y materiales, factores que inciden directamente 
en la estructuración financiera y ejecución de contratos de obra pública.  

En consecuencia, el sector construcción mantiene una participación estratégica dentro de la economía 
nacional y continúa siendo determinante para la generación de empleo, demanda de insumos y ejecución de 
proyectos de infraestructura, aunque actualmente enfrenta retos asociados al incremento de costos, 
desaceleración del segmento edificador y ajustes en la dinámica inmobiliaria y de licenciamiento urbano. 

 

2.2.8.8.2. Índice de Costos de la Construcción de Obras Civiles (ICOCIV) - marzo 2026.  

 Contexto sectorial 

Teniendo en cuenta que la necesidad contractual se relaciona con actividades de construcción, conservación, 
mejoramiento, revestimiento, pavimentación y/o intervención de infraestructura vial u obras civiles, resulta 
pertinente analizar el comportamiento reciente de los costos del sector, en especial aquellos asociados a 
carreteras, calles, vías férreas, pistas de aterrizaje, puentes, carreteras elevadas y túneles. 

El ICOCIV del DANE mide la variación promedio de los precios de una canasta representativa de bienes y 
servicios requeridos para la construcción de obras civiles en Colombia. Su cobertura comprende cinco 
agrupaciones CPC, 17 subclases, 46 tipologías de obra y siete grupos de costos: materiales, herramienta 
menor, maquinaria, equipos, mano de obra, transporte y equipos especiales para obra. 

Este indicador no estima valores absolutos en pesos de las obras, sino la variación de precios de los insumos 
y servicios utilizados en la actividad constructiva. Por ello constituye una referencia idónea para identificar 
presiones de costos, riesgos de variación de precios y condiciones económicas relevantes para la 
estructuración presupuestal y contractual. 

 Comportamiento mensual de los costos de obras civiles 

En marzo de 2026, el ICOCIV registró una variación mensual nacional de 1,02% frente a febrero de 2026. 
Tres agrupaciones se ubicaron por encima del promedio nacional: puertos, canales, presas, sistemas de riego 
y otras obras hidráulicas (1,46%); tuberías, líneas de comunicación, cables y obras conexas (1,41%); y 
construcciones deportivas al aire libre y otras obras de ingeniería civil (1,20%). La agrupación relacionada con 
carreteras, calles, vías férreas, pistas, puentes y túneles presentó una variación mensual de 0,89%, inferior al 
promedio nacional, pero con alta incidencia por su peso dentro de la estructura del índice. 

 

Fuente: elaboración propia con base en DANE - ICOCIV, marzo 2026. 

 Resultados por agrupación relevante para infraestructura vial 



 
 
 
 
 
 
La agrupación de carreteras, calles, vías férreas, pistas de aterrizaje, puentes, carreteras elevadas y túneles 
representa el 55,65% del ICOCIV, lo que evidencia su alta participación dentro de los costos de obras civiles. 
Para marzo de 2026, esta agrupación aportó 0,50 puntos porcentuales a la variación mensual total, 2,47 
puntos porcentuales a la variación año corrido y 3,05 puntos porcentuales a la variación anual, 
consolidándose como el componente de mayor incidencia en el comportamiento general del índice. 

Agrupación CPC Peso % Variación mensual Variación año 
corrido 

Variación anual 

Carreteras, calles, 
vías férreas, pistas, 
puentes y túneles 

55,65% 0,89% 4,39% 5,44% 

Total nacional 
ICOCIV 

100,00% 1,02% 4,73% 5,25% 

 

 Presiones acumuladas y anuales de costos 

En el año corrido a marzo de 2026, el ICOCIV presentó una variación de 4,73% frente a diciembre de 2025. 
En este periodo, las agrupaciones con mayores incrementos fueron puertos, canales, presas, sistemas de 
riego y obras hidráulicas (6,63%), tuberías y obras conexas (5,56%) y construcciones deportivas y otras obras 
de ingeniería civil (5,13%). En infraestructura vial, la variación acumulada fue de 4,39%, inferior al total 
nacional, pero altamente relevante por su peso en la canasta de obras civiles. 

 

Fuente: elaboración propia con base en DANE - ICOCIV, marzo 2026. 

 

En la comparación anual marzo de 2026 frente a marzo de 2025, el ICOCIV registró una variación de 5,25%. 
La agrupación de carreteras, calles, vías férreas, pistas de aterrizaje, puentes, carreteras elevadas y túneles 
presentó una variación anual de 5,44%, ubicándose por encima del total nacional. Este comportamiento 
muestra una presión efectiva sobre los costos de ejecución de proyectos viales y de infraestructura, lo cual 
debe ser considerado en la estimación del presupuesto oficial, el análisis de precios unitarios y la evaluación 
del riesgo económico del contrato. 

 

Fuente: elaboración propia con base en DANE - ICOCIV, marzo 2026. 



 
 
 
 
 
 
 

 Análisis por grupos de costos 

Por grupos de costos, la variación anual evidencia que las mayores presiones se concentraron en mano de 
obra (14,50%), transporte (9,60%) y maquinaria (5,56%). Estos componentes son determinantes en contratos 
de construcción, mantenimiento y mejoramiento de infraestructura, debido a que inciden directamente en 
rendimientos, movilización de insumos, operación de equipos, logística de obra y disponibilidad de personal 
técnico y operativo. 

En contraste, los materiales presentaron una variación anual de 2,29%; sin embargo, mantienen el mayor 
peso dentro del ICOCIV, con 51,31% de participación en la estructura de costos. Esto significa que, aunque su 
variación anual fue menor que la de la mano de obra y el transporte, cualquier fluctuación en materiales 
continúa teniendo un efecto importante en la conformación del presupuesto de obra. 

 

Fuente: elaboración propia con base en DANE - ICOCIV, marzo 2026. 

 

 Implicaciones para el análisis del sector y el proceso contractual 
 

Los resultados del ICOCIV permiten concluir que el sector de obras civiles mantiene una dinámica de 
incremento de costos durante 2026, especialmente en factores críticos como mano de obra, transporte y 
maquinaria. En procesos relacionados con construcción o intervención de infraestructura vial, esta información 
soporta la necesidad de estructurar presupuestos con base en precios actualizados, cotizaciones recientes y 
análisis de precios unitarios coherentes con la realidad del mercado. 
 
Para actividades de construcción, revestimiento, pavimentación o mejoramiento de vías, la variación anual de 
5,44% en la agrupación de carreteras, calles, vías férreas, pistas, puentes y túneles constituye un indicador de 
presión de costos que debe ser tenido en cuenta al momento de definir el valor estimado del contrato y 
evaluar la suficiencia económica de las ofertas. 
 
Adicionalmente, la alta participación de esta agrupación dentro del ICOCIV (55,65%) muestra que la 
infraestructura vial es uno de los componentes más representativos de las obras civiles en Colombia, razón 
por la cual su comportamiento resulta directamente aplicable al análisis del sector cuando el objeto contractual 
involucra vías, pavimentos, accesos, obras complementarias o infraestructura pública de tránsito. 
 

 Conclusión para incorporar al informe 
 

Con base en el Boletín Técnico del ICOCIV de marzo de 2026, se observa que los costos de construcción de 
obras civiles presentaron incrementos tanto mensuales como acumulados y anuales. El total nacional registró 
una variación mensual de 1,02%, una variación año corrido de 4,73% y una variación anual de 5,25%. En 
particular, la agrupación asociada a carreteras, calles, vías férreas, pistas de aterrizaje, puentes, carreteras 
elevadas y túneles registró una variación mensual de 0,89%, año corrido de 4,39% y anual de 5,44%, con un 
peso de 55,65% dentro del índice. Lo anterior evidencia que las actividades asociadas a infraestructura vial 
presentan una participación significativa en la estructura de costos de obras civiles y enfrentan presiones 
relevantes en componentes como mano de obra, transporte y maquinaria. En consecuencia, para efectos del 
presente análisis del sector, resulta necesario considerar dichas variaciones como fundamento técnico para la 
estimación del presupuesto, la revisión de precios de mercado y la identificación de riesgos económicos 
asociados a la ejecución contractual. 
 

2. ANALISIS DE LA DEMANDA 
 

Para poder entender el comportamiento de compras de la entidad, es importante de manera previa realizar la 
identificación de las categorías, grupos, familias o clases que componen la totalidad de las adquisiciones, 
bienes o servicios. Las categorías de compra son agrupaciones de bienes y servicios similares que tienen en 
común características de composición, demanda y oferta. 

La identificación y uso de las categorías de compra permite mejorar los procesos de adquisición e incrementar 
la productividad. El análisis de categorías permite entre otras cosas: a) Desarrollar estrategias de adquisición 



 
 
 
 
 
 
específicas que permitan obtener mejores resultados en los procesos de negociación; b) Entender de manera 
integral y con visión estratégica el comportamiento de las compras de la entidad. - Identificar oportunidades de 
agregación de demanda para la obtención de mejores condiciones económicas y técnicas en los procesos de 
compra. 

Ahora bien, con miras a atender y satisfacer la necesidad que se identifica en el estudio previo y en el 
presente análisis del sector la administración municipal de Arjona- Bolívar, requiere adelantar un proceso de 
contratación cuyo objeto es: la “EJECUCIÓN DE LAS ACTIVIDADES DE DESMONTE, 
DESMANTELAMIENTO Y RETIRO CONTROLADO DE LA ESTRUCTURA METÁLICA 
CORRESPONDIENTE A UNA INFRAESTRUCTURA DE TELECOMUNICACIONES TIPO MÁSTIL/TORRE 
DE MÁS DE 40 METROS DE ALTURA, QUE SE ENCUENTRA EN RIESGO DE COLAPSO, UBICADA EN 
EL CORREGIMIENTO DE SINCERÍN, JURISDICCIÓN DEL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, CUYO 
ESTADO CONFIGURA UN ESCENARIO DE RIESGO TECNOLÓGICO ESTRUCTURAL CRÍTICO” 
 
Así las cosas, se hace necesario facilitar la identificación de categorías y subcategorías del presente proceso 
de contratación, a partir del cual se brindará una visión completa del espectro de compras de la entidad, así 
las cosas, se utilizará como herramienta el código Estándar de Productos y Servicios de Naciones Unidas, el 
cual comporta una metodología uniforme de codificación utilizada para clasificar productos y servicios 
fundamentada en un arreglo jerárquico y en una estructura lógica. Este sistema de clasificación permite 
codificar productos y servicios a partir estándares acordados por la industria, los cuales facilitan el comercio 
entre empresas y gobierno. La versión implementada en Colombia es la UNSPSC, V.14.080. 
 
A continuación, se grafica el árbol de categoría asociado al presente proceso de contratación:  

Ahora bien, al realizar el análisis dinámico del comportamiento de las compras de la ALCALDIA MUNICIPAL 
DE ARJONA, desde diferentes dimensiones, y cruzando la información entre variables e identificando la 

relevancia de las categorías/subcategorías, y la información contenida en la herramienta de análisis de la 
demanda de la Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la Agencia Nacional del 
contratación de Colombia Compra eficiente, para las vigencias 2020 a 2026, la mayor concentración del gasto 
lo configura la categoría “8011 – servicios de Recursos humano”. El gasto impactado de la entidad se observa 
en la siguiente gráfica:   

 

ALCALDIA MUNICIPAL DE ARJONA

Materias 
Primas

Equipos 
industriales

Componentes 
y suministros

Servicios

Servicios de Edificación, 
Construcción de Intalaciones y 

mantenimiento

Servicios de construcción 
pesada

Servicios de construcción de 
Autopistas y carreteras. 

Terrenos, 
Edificiones,Estructura

s y vias

Productos de 
uso final 



 
 
 
 
 
 

 
CATEGORÍA CON MAYOR IMPACTO EN EL GASTO VIGENCIAS FISCALES 2020-2026 

  

 
Categoría 

 
 

Valor de las compras 
 
 

% Participación 
 
 

Servicios de recursos humanos $ 6.645.978.726 24,24 

Servicios de Construcción Pesada $ 6.099.688.880 22,25 

Servicios comunitarios y sociales  $ 4.137.049.780 15,09 

Servicios de mantenimiento y reparaciones de 
construcciones e instalaciones  $ 2.973.652.605 10,85 

Servicios de Asesoría de gestión  $ 1.424.412.719 5,2 

Servicios integrales de salud $ 845.971.974 3,09 

Transporte de Pasajeros $ 548.150.031 2,00 

Formación Profesional $ 393.672.994 1,44 

Comercialización y distribución $ 335.565.200 1,22 

Software $ 181.943.000 0,66 

 

El diagrama de Pareto de categoría del gasto nos permite evidenciar que, en el municipio de Arjona, la 
categoría de Servicios de recursos humanos, representa la de mayor gasto en la entidad, con un 24,24% de 
participación, otro hallazgo relevante es que, tres (3) categorías de compra representan el 61,58 % del gasto 
de la entidad. Lo anterior permite de manera inmediata identificar aquellas categorías de mayor impacto y en 
las cuales se deben definir estrategias de adquisición y ahorro. 

Para el caso particular de la categoría 72102900 - Servicios de mantenimiento y reparación de instalaciones, 
encontramos que en las últimas seis (6) vigencias, el Municipio de Arjona, Bolívar, ha agrupado los gastos de 
la siguiente manera:  

 

 

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 
la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 

 

Así mismo, el Municipio de Arjona, Bolívar, ha llevado a cabo 5 contratos para la categoría 72102900 - 
Servicios de mantenimiento y reparación de instalaciones, el año con mayor número de contrataciones:  
 

 
 



 
 
 
 
 
 

 
 

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 
la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 
 

Ahora bien, al analizar los proveedores con los que ha contratado el Municipio de Arjona, desde el punto de 
vista de la demanda, observamos que el contratista CONSORCIO EGV ARJONA, es quien ostenta la 
contratación más alta, por valor de $ 6.064.352.276.   
 

 

 

La mayor concentración de proveedores con los que ha contratado el Municipio de Arjona Bolívar en la 
categoría estudiada se encuentra ubicada en el Departamento de Bolívar.  

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 
la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente 

 

Finalmente, la mayor contratación de la categoría 72102900 - Servicios de mantenimiento y reparación de 
instalaciones, se da a través de modalidades competitivas en especial la Licitación pública, con 
aproximadamente $ 8.643.852.963, tal como se ve en las siguientes gráficas:  



 
 
 
 
 
 

 

 

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 
la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente 

Al realizar la revisión del instrumento de análisis de la demanda, para la categoría 72102900 - Servicios de 
mantenimiento y reparación de instalaciones, sobre la cual versa el presente análisis del sector, y limitando la 
búsqueda a las especificaciones del objeto contractual que se pretende contratar, encontramos los siguientes 
procesos de contratación:  

 
CONSULTA DE PROCESOS EN SECOP I y II - HISTÓRICO DE PROCESOS DE CONTRATACIÓN DE LA CATEGORÍA 

72102900 - SERVICIOS DE MANTENIMIENTO Y REPARACIÓN DE INSTALACIONES 
 

 
NO. 

 
DETALLE DE LA CONTRATACIÓN 

 

 
 
 
 

 
1 

MUNICIPIO DE ARJONA BOLIVAR 
Número del Contrato 000811701  
Estado del Contrato Celebrado 
Objeto del Contrato CONSTRUCCIÓN EN PAVIMENTO RÍGIDO DE LA CARRERA 44 ENTRE CALLES 49 Y 45 
(CALLE PRIMERA DE ANTONIO NARIÑO), ANDENES, BORDILLOS Y OBRAS DE DRENAJE EN EL MUNICIPIO 
DE ARJONA DEPARTAMENTO DE BOLIVAR 
Cuantía Definitiva del Contrato $1,295,180,420.48 Peso Colombiano 
Nombre o Razón Social del Contratista CONSORCIO AVANZAR PRO- ARJONA 
Identificación del Contratista Nit de Persona Jurídica No. 901128548 
Valor Contrato Interventoría Externa $78,899,598.53 Peso Colombiano 
Fecha de Firma del Contrato 08 de noviembre de 2017 
Fecha de Inicio de Ejecución del Contrato 06 de diciembre de 2017 
Plazo de Ejecución del Contrato 3 Meses 
Destinación del Gasto Inversión 
 

 
 
 
 
 
 
2 

 
MUNICIPIO DE ARJONA BOLIVAR 
número del Contrato 0014121701  
Estado del Contrato Liquidado 
Tipo de Terminación del Contrato Normal 
Objeto del Contrato MANTENIMIENTO RUTINARIO: ROCERIA Y LIMPIEZA DE OBRAS DE DRENAJES 
(CUNETAS EN CONCRETO) EN LA VIA AL CORREGIMIENTO DE ROCHA DESDE LA VARIANTE MAMONAL 
GAMBOTE HASTA EL CORREGIMIENTO DE ROCHA , MUNICIPIO DE ARJONA - BOLIVAR 
Cuantía Definitiva del Contrato $20,144,670.00 Peso Colombiano 
Nombre o Razón Social del Contratista SIXTO ARIAS LTDA 
Identificación del Contratista Nit de Persona Jurídica No. 900020244 
Fecha de Firma del Contrato 14 de diciembre de 2017 
Fecha de Inicio de Ejecución del Contrato 14 de diciembre de 2017 
Plazo de Ejecución del Contrato 18 Días 
Fecha de Terminación del Contrato 31 de diciembre de 2017 
Fecha de Liquidación del Contrato 22 de diciembre de 2017 
Destinación del Gasto Inversión 
 

 
 
 
 
 
3 

MUNICIPIO DE ARJONA BOLIVAR 
Precio estimado total: 6.249.254.569 COP 
Número del proceso LP-002-2025 (Fase de Selección (Presentación de ofertas))   
Título: MEJORAMIENTO EN PAVIMENTO RÍGIDO Y OBRAS DE DRENAJE ENTRE LA CARRETERA 
TRONCAL DEL CARIBE Y LA VARIANTE MAMONAL, MUNICIPIO DE ARJONA DEPARTAMENTO DE BOLIVAR 
   
Estado: Proceso adjudicado y celebrado 
Fase previa Presentación de observaciones  
Proceso relacionado CO1.NTC.8039250 
Descripción: MEJORAMIENTO EN PAVIMENTO RIGIDO Y OBRAS DE DRENAJE ENTRE LA CARRETERA 
TRONCAL DEL CARIBE Y LA VARIANTE MAMONAL, MUNICIPIO DE ARJONA DEPARTAMENTO DE BOLIVAR
   
Tipo de proceso Licitación pública (Obra pública) 
 

 MUNICIPIO DE ARJONA BOLIVAR 



 
 
 
 
 
 

 
 
 
4 

Precio estimado total: 39.749.873 COP 
Número del proceso MC 007-2025   
Título: MC 007-2025   
Fase: Presentación de oferta 
Estado: Proceso adjudicado y celebrado 
Descripción: MEJORAMIENTO Y MANTENIMIENTO VIAL EN EL MUNICIPIO DE ARJONA- BOLIVAR   
Tipo de proceso Mínima cuantía 
 

 
 
 
 
5 

MUNICIPIO DE ARJONA BOLIVAR 
Precio estimado total: 2.691.790.232 COP 
Número del proceso LP-003-2025 (Fase de Selección (Presentación de ofertas))   
Título: MEJORAMIENTO Y REHABILITACION DE LA INFRAESTRUCTURA VIAL URBANA MEDIANTE 
PAVIMENTO RIGIDO Y ASFALTICO EN EL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLIVAR  
Estado: Proceso adjudicado y celebrado 
Fase previa Presentación de observaciones  
Proceso relacionado CO1.NTC.9005672 
Descripción: MEJORAMIENTO Y REHABILITACION DE LA INFRAESTRUCTURA VIAL URBANA 
MEDIANTE PAVIMENTO RIGIDO Y ASFALTICO EN EL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLIVAR   
Tipo de proceso Licitación pública (Obra pública) 

 

 
3. ESTUDIO DE LA OFERTA.  

 

Esta fase tiene como objetivo el análisis del mercado de oferta y opciones de proveedores, a partir de las 
categorías de compras definidas anteriormente, lo cual permitirá entender las dinámicas que afectan los 
sectores, la cadena de abastecimiento, y los proveedores que existen en el mercado y pueden suministrar 
bienes y servicios. 

La herramienta de Análisis de la Oferta de la Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento 
estratégico de la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra eficiente - revela que para la 
categoría 72102900 - Servicios de mantenimiento y reparación de instalaciones, se han celebrado en 
Colombia, un total de 35.256 contratos durante las vigencias fiscales 2020 a 2026, identificándose un 
aproximado de 19.860 proveedores para este tipo de servicios.  

GASTOS MENSUAL POR VIGENCIA CONTRATACIONES SECOP I Y II 
 

 

Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la 
Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 

 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 

 
NÚMERO DE CONTRATOS POR VIGENCIA CONTRATACIONES SECOP I Y II 

 

 
 

 
 

Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la 
Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 

 
 
A pesar del número elevado de proveedores en el Colombia para la categoría 72102900 - Servicios de 
mantenimiento y reparación de instalaciones, encontramos que en el departamento de Bolívar se concentra 
un aproximado de 272 proveedores, lo que presentan el 1,36% del total de proveedores del país.  
 

 
Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la 
Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente.  

 

Al analizar, el valor de los contratos adjudicados para esta categoría del gasto, encontramos que, en el 
departamento de Bolívar, el Proveedor KMA CONSTRUCCIONES, es quien ostenta la contratación más alta 
con $ 445.145.743.241. 

 



 
 
 
 
 
 
Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la 
Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente.  

A pesar de lo anterior, observamos que la contratacion que ubica en primer lugar al proveedor KMA 
CONSTRUCCIONES, corresponde a 1 contrato suscrito en la vigencia  fiscal 2024, evento este que no 

constituye una tendencia en el mercado, si se tiene cuenta, que no figura más contrataciones por este monto 
o con el mismo proveedor. 

 

Por otro lado, es importante precisar, que la mayoria de las contrataciones generadas con los proveedores de 
servicios en esta categoria del gasto se concentra en la Licitación Pública. 

 

 

Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de la 
Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 

4.1. APLICACIÓN DE SISTEMAS DE PREFERENCIAS Y FACTORES DIFERENCIALES RELACIONADAS 
CON EL PROCESO DE CONTRATACIÓN.  

 
4.1.1. ESTUDIO DE LA OFERTA DE LAS EMPRESAS CATEGORIZADAS COMO MIPYMES, APLICACIÓN 
DE POSIBLES FACTORES DIFERENCIALES Y OTRAS MEDIDAS. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley  2069 de 2020 y el artículo  5° del Decreto 1860 de 
2021, por medio del cual se modifica la subsección 2 de la Sección 4 del Capítulo 2 del Título 1 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, el proceso de contratación de la referencia es susceptible de ser limitado 
a MiPymes, toda vez que el valor del proceso de contratación es inferior a CIENTO VEINTICINCO MIL 
DÓLARES (US$125.000) o QUINIENTOS ONCE MILLONES SETECIENTOS OCHO MIL CUATROCIENTOS 
NOVENTA Y SIETE PESOS M/CTE ($511.708.497), valor liquidado con la tasa de cambio que para el efecto, 
determina el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y cuyo umbral se encuentra vigente para el año 2026. 

Ahora bien, dado que el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, modificado por el artículo 33 de la Ley 2069 de 
2020, establece que las entidades estatales “Deberán en el Análisis de Sector identificar las MIPYMES que 
podrían ser potenciales proveedoras directas o indirectas, con el fin de definir reglas que promuevan y faciliten 
su participación en el Proceso de Contratación.”,  procederemos abordar en el presente estudio el análisis de 
bienes y servicios ofertados por sociedades cuyo tamaño empresarial las ubica en la categoría de MiPymes.  



 
 
 
 
 
 
 

 

El Decreto 957 del 5 de junio de 2019, por el cual se adiciona el capítulo 13 al Título 1, de la Parte 2 del Libro 2, del 
Decreto 1074 de 2015, Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo, y se reglamenta el artículo 2° 
de la Ley 590 de 2000, modificado por el artículo 43 de la Ley 1450 de 2011, señala en su artículo   
2.2.1.13.2.1., el Criterio para la clasificación del tamaño empresarial, en los siguientes términos:  

“Para efectos de la clasificación del tamaño empresarial se tendrá como criterio exclusivo 
los ingresos por actividades ordinarias anuales de la respectiva empresa. 
 
El nivel de ingresos por actividades ordinarias anuales con base en el cual se determina el 
tamaño empresarial variará dependiendo del sector económico en el cual la empresa 
desarrolle su actividad”.  

De acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 2.2.1.13.2.2, del citado Decreto, para efectos de la clasificación del 
tamaño empresarial se utilizará como base el criterio previsto en el artículo anterior, estableciéndose como 
rangos para determinar el valor de los ingresos por actividades ordinarias anuales de acuerdo con el sector 
económico los siguientes: 

SECTOR MICRO PEQUEÑA MEDIANA 

Manufacturero 
Inferior o igual a 

23.563 UVT. 

 

Superior a 23.563 UVT e 
inferior o igual a 204.995 

UVT. 

Superior a 204.995 UVT e 
inferior o igual a 1.736.565 UVT. 

Servicios 
Inferior o igual a 

32.988 UVT. 

 

Superior a 32.988 UVT e 
inferior o igual a 131.951 

UVT. 

Superior a 131.951 UVT e 
inferior o igual a 483.034 UVT. 

Comercio 
Inferior o igual a 

44.769 UVT. 

 

Superior a 44.769 e inferior o 
igual a 431.196 UVT. 

Superior a 431.196 UVT e 
inferior o igual a 2.160.692 UVT. 

 
Así las cosas, se considera gran empresa aquella que tiene ingresos por actividades ordinarias anuales 
mayores al rango superior de las medianas empresas, en cada uno de los sectores económicos descritos 
anteriormente. 

Para la vigencia fiscal 2026, el valor equivalente a los UVT, corresponde a la suma de $52.374, en este 
sentido, para determinar el tamaño empresarial se tendrá en cuenta los siguientes rangos de ingresos 
definidos en pesos colombianos:     

CLASIFICACIÓN MANUFACTURA SERVICIOS COMERCIO 

Microempresas 
Ingresos iguales o 

inferiores a 
$1.234.088.562 

Ingresos iguales o 
inferiores a 

$1.728.237.252 

Ingresos iguales o 
inferiores a 

$2.344.731.606 

Pequeñas empresas 

Ingresos mayores a 
$1.234.088.562 y 

menores o iguales a 
$10.736.408.130  

Ingresos mayores a 
$1.728.237.252 y 

menores o iguales a 
$6.910.801.674 

Ingresos mayores a 
$2.344.731.606 y 

menores o iguales a 
$22.583.459.304  

Medianas empresas 

Ingresos mayores a 
$10.736.408.130 y 

menores o iguales a 
$90.950.855.310 

Ingresos mayores que 
$6.910.801.674 y 

menores o iguales a 
$25.298.422.716  

Ingresos mayores que 
$22.583.459.304 y 

menores o iguales a 
$113.164.082.808 

Grandes empresas Ingresos mayores a 
$90.950.855.310 

Ingresos mayores a 
$25.298.422.716 

Ingresos mayores a 
$113.164.082.808 

 
Al comparar la evolución de la creación de empresas entre el primer semestre de 2024 y 2025, según el 
tamaño definido por el valor de sus activos, se evidencia un aumento del 1,9% en la creación de 
microempresas, que además explican en su totalidad el crecimiento neto en el periodo. En contraste, se 
observa una disminución del 12,6% en la creación de pequeñas empresas, del 15% en las medianas y del 
62% en las empresas grandes. Estos resultados reflejan que el dinamismo empresarial en el primer 
semestre de 2025 se concentró en el segmento de las microempresas, que siguen representando la 
principal vía de emprendimiento en el país. 



 
 
 
 
 
 

 

Durante el primer semestre de 2025, se constituyeron 44.859 empresas bajo la figura de sociedades, lo que 
representa una disminución del 0,1% respecto al mismo periodo de 2024, cuando se registraron 44.892 
sociedades. De las sociedades creadas, 44.441 corresponden a microempresas, 421 a pequeñas, 11 a 
medianas y 7 a grandes.  

 

En cuanto a las empresas constituidas por personas naturales, durante el primer semestre de 2025 se crearon 
129.048, lo que representa un aumento del 2,5% frente a las 125.849 registradas en el mismo periodo de 
2024. Este incremento se debió principalmente al crecimiento del 2,6% en las microempresas, que pasaron de 
125.760 a 129.009. La constitución de empresas pequeñas pasó de 79 a 36 en el primer semestre de 2025, 
las empresas medianas pasaron de 9 a 3 y no se creó ninguna grande. 

 

Durante el primer semestre de 2025, se observó un aumento en la creación de empresas en los sectores de 
comercio, servicios y agricultura. El sector comercio fue el principal impulsor, con un crecimiento del 3,3% en 
el número de nuevas empresas frente al mismo periodo de 2024, seguido por el sector servicios, que registró 
una variación positiva del 1,9%. En contraste, los sectores de construcción e industria presentaron una 
disminución en la creación de empresas, con caídas del 8,2% y 3,2%, respectivamente, en comparación con 
el primer semestre del año anterior. 

 



 
 
 
 
 
 
En términos de empleo, de acuerdo con el RUES, el 43,8% de las empresas nuevas crearon al menos un 
empleo; de estas, el 39% pertenece al subsector del comercio al por mayor y al por menor, 17% al subsector 
de alojamiento y servicios de comida, 10% al subsector de industrias manufactureras, 6% al subsector de 
actividades profesionales, científicas y técnicas y 5% al subsector de otras actividades de servicio. 

 

Durante el primer semestre de 2025, el subsector de comercio al por mayor y al por menor se mantuvo como 
el principal motor de la creación de empresas, con un total de 66.626 nuevas unidades, lo que representa un 
crecimiento del 3,3% frente al mismo periodo de 2024 y una contribución de 1,3 puntos porcentuales al 
crecimiento total. En el sector servicios, destacaron por su dinamismo los subsectores de otras actividades de 
servicios y el de alojamiento y servicios de comida. El primero registró un incremento del 8,8%, al pasar de 
8.571 a 9.324 empresas, mientras que el segundo creció un 2,2%, con un aumento de 28.946 a 29.577 
nuevas empresas. Las contribuciones relativas al crecimiento total fueron de 0,5 y 0,4 puntos porcentuales, 
respectivamente.  

 

En contraparte, el sector construcción presentó la mayor caída, con una reducción del 8,2%, al pasar de 7.486 
a 6.869 nuevas empresas, lo que se tradujo en una contribución negativa de -0,4 puntos porcentuales al 
crecimiento total. Le siguió el subsector de industrias manufactureras, que pasó de 17.037 a 16.498 unidades, 
con una variación de -3,2% y una contribución de -0,3 puntos porcentuales. Por su parte, las actividades de 
servicios administrativos y de apoyo disminuyeron un 1,8%, con 7.872 empresas creadas frente a 8.014 en 
2024, mientras que el subsector de transporte y almacenamiento redujo su número de nuevas empresas en 
un 2,2%, pasando de 4.576 a 4.476. Ambos subsectores aportaron negativamente con -0,1 puntos 
porcentuales cada uno. 



 
 
 
 
 
 
De acuerdo con el DANE, durante el primer trimestre de 2025 la economía colombiana mostró un crecimiento 
moderado, con un aumento del PIB del 2,7% frente al mismo periodo de 2024, lo que refleja una recuperación 
de la actividad productiva tras los choques recientes. Este dinamismo se combina con una inflación 
controlada: en junio de 2025 la variación anual del IPC fue del 4,8%, dos puntos y medio menos que el 7,2% 
registrado un año antes. El Banco de la República, atendiendo a este entorno, en mayo redujo la tasa de 
interés de política, del 9,5% en que había sido establecida en diciembre de 2024, a 9,25%; de esta forma, se 
confirma la expectativa de la estabilización en el comportamiento de los precios de la economía, con la 
convergencia de la inflación a su rango meta. 

El siguiente cuadro muestra el número de empresas activas en el departamento de Bolívar por cada una de 
las secciones de la Clasificación industrial internacional uniforme de todas las actividades económicas (CIIU). 

 

Ahora bien, al analizar el mercado de compras públicas desde el punto de vista de las MiPymes 
encontramos el siguiente comportamiento:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 
 
 
 
 
 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 
GRANDES EMPRESAS  

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 
Compra eficiente.  

 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 
MICROEMPRESAS 

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 
Compra eficiente.  

 

 

 

 



 
 
 
 
 
 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 
PEQUEÑAS EMPRESAS  

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 
Compra eficiente. 

 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 
MEDIANAS EMPRESAS  

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 
Compra eficiente.  

 

Al observar las anteriores graficas encontramos que desde el 2018 a 2024, se ha aumentado la 
participación de las MiPymes en el mercado de compras públicas, sin embargo, en variables como el 



 
 
 
 
 
 
número de contratos y los valores contratados con las mismas, aún resulta ser muy bajo, mostrando 
inclusive un comportamiento desfavorablemente negativo en las últimas vigencias. Así mismo, en 
comparación con las grandes empresas, si bien, las MiPymes, presentan un mayor número de contratos, 
los mayores valores comprometidos se han concentrado en las grandes empresas quienes han contratado 
aproximadamente 0.86 billones de pesos con el Estado, a diferencia de las microempresas que han 
contratado 0.37 billones, las pequeñas empresas 0.59 billones y las medianas empresas 0,35 billones.  

 

 

En consonancia con lo anterior encontramos que, en el Mercado de compras públicas en el Departamento 
de Bolívar, se concentra aproximadamente 4.141 empresas que contratan con el Estado, de ellas, 871 son 
microempresas, 263 son pequeñas empresas y 116 son microempresas, para un total de 1.250, las cuales 
representan el 30.18% del total de empresas que suscriben contratos con el estado en el Departamento de 
Bolívar.  

 

 



 
 
 
 
 
 

 

Por otra parte, al analizar el gasto comprometido encontramos que de los $ 4.761.289.359.210 
comprometidos por entidades públicas, $ 2.276.106.124.032 fueron contratados con grandes empresas, $ 
1.053.873.890.952 con pequeñas empresas, $ 826.037.821.742 con medianas empresas y $ 
601.984.398.907 con microempresas, ello refleja la misma tendencia nacional, donde se observa que la 
mayor concentración del gasto comprometido se contrata con las grandes empresas.  

 

 
Teniendo claro lo anterior, encontramos que el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, establece que en los 
procesos de contratación las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, dispondrán en las condiciones que señale el reglamento, de mecanismos que 
fomenten en la ejecución de los contratos estatales la provisión de obras, bienes, servicios y mano de obra 
locales o departamentales, siempre que se garanticen las condiciones de calidad y cumplimiento del objeto 
contractual y de los grupos marginados o discriminados que se asocien bajo esta modalidad, convocatorias 
limitadas a las MiPymes departamentales, locales o regionales cuyo domicilio principal corresponda al 
lugar de ejecución de los contratos, siempre que se garantice la satisfacción de las condiciones técnicas y 
económicas requeridas en la contratación y que previo a la apertura del proceso respectivo se haya 
manifestado el interés del número plural de MiPymes que haya sido determinado en el reglamento por el 
Gobierno Nacional. 
 
La ley 2069 de 2020, establece el marco regulatorio que propicie el emprendimiento y el crecimiento, 
consolidación y sostenibilidad de las empresas, con el fin de aumentar el bienestar social y generar 
equidad. Dicho marco delinea un enfoque regionalizado de acuerdo a las realidades socioeconómicas de 
cada región; Es así como el artículo 33 de la referida norma reza:  
 

ARTÍCULO 33. PROMOCIÓN DEL ACCESO DE LAS MIPYMES AL MERCADO DE COMPRAS 
PÚBLICAS. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, el cual quedará así: 
"ARTÍCULO 12. Promoción del acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas. Con el 
fin de promover el acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas, las Entidades 
Estatales indistintamente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos 
por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos: 
 

1. Deberán en el Análisis de Sector identificar las MIPYMES que podrían ser potenciales 
proveedoras directas o indirectas, con el fin de definir reglas que promuevan y faciliten su 
participación en el Proceso de Contratación. 
 

2. Desarrollarán programas de aplicación de la normativa del Sistema de Compra pública, 
en especial, la relacionada con las disposiciones que promueven la participación de las 
MIPYMES en las compras públicas, los incentivos y el Secop. 

 
3. Promoverán e incrementarán, conforme a su respectivo presupuesto, la participación de 

micro, pequeñas y medianas empresas como proveedoras de los bienes y servicios que 
aquellas demanden. 

 
4. Establecerán, en observancia de lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, 

procedimientos administrativos que faciliten a micro, pequeñas y medianas empresas, el 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#12
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cumplimento de los requisitos y trámites relativos a pedidos, recepción de bienes o 
servicios, condiciones de pago y acceso a la información, por medios idóneos, sobre sus 
programas de inversión y de gasto. 

 
5. Preferirán en condiciones de igual precio, calidad y capacidad de suministros y servicio a 

las MIPYMES nacionales. 
 

6. Promoverán la división del Proceso de Contratación en lotes o segmentos que faciliten la 
participación de las MIPYMES en el Proceso de Contratación. 

 
7. La Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente y el Ministerio 

de Comercio, Industria y Turismo, crearán un sistema de indicadores con el fin de 
evaluar anualmente la efectividad de la inclusión de las MIPYMES al mercado de 
compras públicas. A partir de esta evaluación, el Gobierno Nacional promoverá las 
mejoras que faciliten el acceso de éstas al mercado estatal a través de la implementación 
de ajustes normativos, nuevas herramientas, incentivos e instrumentos financieros. 

 
8. En los dos primeros meses de cada año las entidades estatales definidas en este artículo 

deberán remitir información a la Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia 
Compra Eficiente-, sobre el cumplimiento y resultados de la adopción de las medidas 
establecidas en la presente disposición durante el año inmediatamente anterior, lo cual 
servirá como insumo para la evaluación anual de qué trata el presente numeral. 

 
PARÁGRAFO. El incumplimiento de los deberes de que trata el presente artículo por 
parte de los servidores públicos constituirá causal de mala conducta." 

 
Así mismo, el articulo 2.2.1.2.4.2.3., del Decreto 1860 de 2021, establece: “Limitaciones territoriales. De 
conformidad con el parágrafo 1 del artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, las Entidades Estatales, 
independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades 
Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, pueden realizar convocatorias limitadas a 
MiPymes colombianas que tengan domicilio en los departamentos o municipios en donde se va a ejecutar 
el contrato. Cada MiPymes deberá acreditar su domicilio con los documentos a los que se refiere el 
siguiente artículo”. 
 
Teniendo en cuenta el análisis de la situación de MiPymes expuesto precedentemente, encontramos viable 
la limitación territorial a MiPymes de la presente convocatoria, dado que tal como se expuso 
precedentemente, la presencia de las mismas en el Departamento de Bolívar es del 30.18%, ello sumado 
al hecho a que, se propendería por el crecimiento, y participación de dichas empresas en el mercado de 
compra pública ya que la mayor concentración del gasto contratado se concentra en las grandes 
empresas, ubicando a las MiPymes en desventaja en relación a las grandes empresas.  
 
Así las cosas, atendiendo las anteriores consideraciones fácticas y jurídicas, en el proceso de contratación 
de la referencia NO se aplicará la limitación territorial de MiPymes y en tal virtud, la posibilidad de limitación 
del proceso de selección para este tipo de empresas será del nivel Nacional.   
 
Por otra parte, se incorporarán en la invitación publica, factores habilitantes diferenciales en materia de 
experiencia, a efectos de incentivar la participación de MiPymes en el proceso de selección contractual de 
la referencia.  
 

4.2. ANÁLISIS DE LA OFERTA DE EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD Y LA APLICACIÓN DE MEDIDAS DENTRO DEL SISTEMA DE PREFERENCIAS.  

En el marco del presente documento de Análisis del sector, se considera fundamental incorporar la noción de 
transversalidad en las acciones dirigidas a las Personas en condición de Discapacidad. Este enfoque permite 
comprender su ciclo de vida y los diversos entornos en los que se desarrollan, lo cual resulta clave para 
abordar de manera integral su inclusión laboral. En consecuencia, se presenta a continuación una gráfica que 
ilustra dicha perspectiva, seguida del análisis normativo y los resultados disponibles en cifras. 

Este abordaje evidencia que la efectividad de la presente propuesta normativa —centrada en el ámbito laboral 
y, de forma específica, en la contratación pública— depende en gran medida del funcionamiento articulado de 
los demás entornos de desarrollo de las PcD. Tal como se expondrá en el presente acápite, estos factores 
condicionan las posibilidades reales de participación laboral y, por ende, la eficacia de las medidas afirmativas 
que se proponen: 
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Fuente: ANCP-CCE, 2024. 

La gráfica propuesta representa lo que, en el marco de esta investigación, se ha denominado la “ruta de la 
inclusión”, entendida como el conjunto de etapas que una PcD debe transitar para lograr el reconocimiento de 
su condición y el acceso efectivo a los distintos ámbitos de desarrollo: salud, educación, empleo y 
contratación pública. Esta ruta permite visualizar de forma secuencial e interrelacionada los factores 
institucionales, normativos y sociales que inciden en la inclusión plena de esta población. 

Ante ese panorama, las estadísticas oficiales constituyen un insumo público esencial para el diseño, 
implementación y evaluación de políticas públicas, así como para el adecuado funcionamiento de la sociedad 
colombiana. Por tal motivo, se hace necesario contar con cifras y datos estadísticos actualizados sobre la 
situación de las PcD en el país. Estos insumos resultan fundamentales para caracterizar el estado actual de 
esta población, identificar las principales brechas que requieren atención prioritaria y sustentar, con base en 
evidencia, las medidas afirmativas que se proponen en el marco normativo. La misma Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) establece en el artículo 31 la 
exigencia de que los Estados Parte recopilen datos estadísticos y de investigación, de manera que sirvan de 
insumo para formular e implementar las políticas públicas dirigidas a la atención de sus necesidades. 

Por ende, en primer lugar, se presentan las cifras generales de la población de PcD con base en la 
información pública producida por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE; Es 

importante señalar que, desde el año 2010, la función de medición de esta población fue transferida al 
Ministerio de Salud y Protección Social. No obstante, el DANE ha continuado desarrollando esfuerzos para 
recolectar y difundir información estadística relacionada con la discapacidad, reconociendo su valor 
estratégico para el fortalecimiento de la gestión pública en los niveles nacional y territorial.  

Según lo analizado, de acuerdo con el CNPV 2018, el 4,3% de la población de 5 años y más en Colombia 
(1,76 millones de personas) se auto percibieron con niveles de severidad 1 o 2 en alguna de las actividades 

básicas diarias, lo cual, según lo descrito anteriormente por el GW, se considera como discapacidad. Sin 
embargo, la ENUT, GEIH y la ECV, se identifican entre 2,07 y 3,1 millones de personas con discapacidad, lo 
que representa entre el 4,5% y el 6% de la población. La diferencia entre estimaciones del CNPV y las 

encuestas puede deberse a varios aspectos, como que el CNPV incluía una pregunta filtro que pudo haber 
excluido un grupo poblacional que respondía las demás preguntas o que las preguntas fueron formuladas al 
jefe del hogar y no al informante directo. 

Sobre los datos que reflejan la situación de las PcD, lo presentado a continuación corresponde a los obtenidos 
en la Encuesta Nacional de Calidad de Vida (2020) siendo la herramienta utilizada por el DANE con mayores 
elementos de medición de la discapacidad en Colombia: 

Población con discapacidad por zona geográfica y género 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en la ECV de 2020. 

 

Como se observó atrás, la ECV 2020 estima en 2,65 millones de personas, la cantidad de PcD que 
representan el 5,6% de las personas de 5 años y más. De ellas el 54,6% son mujeres y el 45,4% son 

hombres. Dependiendo de la zona geográfica, prevalece la discapacidad en mujeres y hombres de manera 



 
 
 
 
 
 
diferente. En las Cabeceras las mujeres representan el 56,7% del total de PcD, y en los Centros poblados y 
rural disperso los hombres superan la representación con el 53,2%. 

 
Población con discapacidad por departamentos de Colombia 

 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en la ECV de 2020 

 

Los departamentos que registraron mayor número de PcD son: Quindío, Norte de Santander, Nariño y Huila, 
que constituyen el 8,5% de la población total. En Quindío, Norte de Santander y Nariño la mayoría de PcD son 
mujeres con el 10,9%, 10,4% y 9,6%, respectivamente. En Huila la mayoría son hombres con un 8,5%. 

 
Población con discapacidad en edad laboral (15 a 59 años) 

 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad 
en Colombia basada en la ECV de 2020. 

 

Frente a las personas con discapacidad por rangos de edad, se identificó que el grupo poblacional que se 
encuentra entre los grupos etarios de 15 años a 59 años, representaron el 49% de la población total de 
discapacidad en el país (1´303.000 en una población de 46´858.000 total nacional), por cuanto es el grupo 

poblacional que eventualmente representaría en mayor proporción a quienes impactarían las medidas 
adoptadas por el proyecto normativo, constituyendo la fuerza laboral más representativa, sin que se descarten 
casos en los que PcD que superen el rango de los 59 años también puedan llegar a cumplir con las 
condiciones para el acceso al mercado de compras y contratación pública.  
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Nivel educativo de la población con discapacidad 
 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad 
en Colombia basada en la ECV de 2020. 

Frente a la inclusión educativa de las PcD, se puede concluir que del 100% de la población con discapacidad, 
el 32,8% accede al nivel educativo de Media, Superior o Postgrado, que constituyen en total 867.000 PcD, lo 

cual supondría que, para este grupo poblacional, resultaría más factible la vinculación laboral por cuenta de 
las habilidades y capacidades intelectuales exigidas por el mercado. En todo caso la mayoría de población 
con discapacidad está en el nivel educativo básica primaria.  
 
Por otro lado, es importante destacar que las mujeres acceden en mayor proporción porcentual (34,6%) a los 
niveles educativos de Media, Superior o Postgrado, en comparación a los hombres (30,7%). 

 
En total, el acceso a los niveles de educación, desde preescolar hasta postgrado para las PcD se comporta 
así: Los hombres: 81,8% que equivale a 984.000 personas. Las mujeres: 85,6% que equivale a 1,233.000 

personas, conservándose así la diferencia en favor de las mujeres en el acceso a la educación en sus 
diferentes niveles. 
 

Inclusión laboral de las personas con discapacidad 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en la ECV de 2020. 

 
En relación con la inclusión laboral de las PcD, en una población de PcD de 1.303.000 de 46.858.000 (Censo 
2020), el 31,2% de los hombres en situación de discapacidad trabajó la semana pasada, frente al 16,9% de 
las mujeres, es decir una brecha de 14,3 puntos porcentuales. Estas cifras en relación con las personas sin 

discapacidad, refleja que estos son incluidos en una proporción del doble frente a las PcD. Lo mismo ocurre 
con las personas en búsqueda de empleo, esto es, las personas sin discapacidad buscando empleo son el 
doble de las PcD; y sobre la diferencia entre hombres (4,3%) y mujeres (2,0%) es de 2,3 puntos porcentuales, 

es decir, los hombres se encuentran más desempleados que las mujeres, a pesar de que los hombres tienen 
mayor inclusión laboral que las mujeres. 
 
Por otra parte, en cuanto a la información obrante en los Boletines técnicos encontramos que de acuerdo con 
la información suministrada por la GEIH marco 2018, para el 2021 existen 1,9 millones de personas con 
discapacidad en edad de trabajar. Esta cifra representa el 5,1% de la población en edad de trabajar; es decir, 
personas con 15 años o más. En ese orden, el 1,9% de la fuerza laboral de Colombia son personas con 
discapacidad. Ahora bien, de ese grupo de personas con discapacidad y con edad para trabajar, el 21,9% 
participó en la fuerza laboral entre abril y diciembre de 2021, en contraste con la participación del 63,3% de 
las personas sin discapacidad. Este dato refleja de manera concreta la brecha que existe entre las PcD y las 
personas sin discapacidad.  
 
Los resultados correspondientes al mercado laboral para la población con discapacidad, de acuerdo con la 
metodología de identificación y estimación de la Gran Encuesta Integrada de Hogares – GEIH rediseñada, ya 
tiene resultados a partir del 2022. En ese sentido, este se convierte en el instrumento más relevante para 
evaluar la inclusión laboral de las personas con discapacidad. La metodología tiene como objetivo general el 
de proveer información estadística relacionada con mercado laboral, ingresos y pobreza monetaria, así como 
de las características sociodemográficas de la población residente en Colombia, en 24 ciudades. De nuevo se 
resalta que la metodología acoge los lineamientos del Grupo de Washington sobre estadística de 
discapacidad, basados en una lista corta de actividades básicas diarias y cuatro niveles de severidad en la 
dificultad para realizarlas. Además, se identifican personas con discapacidad a quienes reportan los dos 
mayores niveles de dificultad (1 y 2), en al menos una de las actividades.  
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De acuerdo al último Boletín técnico del 12 de junio de 2026, emitido por el DANE, que refleja los indicadores 
de mercado laboral de la población con y sin discapacidad durante el trimestre móvil febrero – abril 2026, la 
tasa global de participación (TGP) de la población con discapacidad fue de 22,5%, en comparación con la 
TGP de la población sin discapacidad de 67,2%, lo que significa una diferencia negativa de 44,7 puntos 
porcentuales (p.p.) entre ambas poblaciones.  
 
En cuanto a la tasa de ocupación, se evidencia que hay una diferencia negativa de 41,4 p.p. entre la población 
con discapacidad y sin discapacidad, para la primera, esta tasa fue de 19,8% y para la segunda de 61,2%. Por 
otro lado, al observar la tasa de desocupación se evidencia que existe una diferencia de 3,0 p.p. dada por una 
tasa de 11,9% para la población con discapacidad y 8,9% para las personas sin discapacidad. 
 

 
 
En cuanto al comportamiento del mercado laboral de la población ocupada con y sin discapacidad, 
encontramos que la población ocupada con y sin discapacidad según ramas de actividad para el el trimestre 
móvil febrero – abril 2026, las ramas de actividad donde más se concentró la población ocupada con 
discapacidad fueron Comercio y reparación de vehículos (22,7%), seguida de Agricultura, ganadería, caza, 
silvicultura y pesca (17,4%). 
 

 
 

 
En cuanto a la Población ocupada con y sin discapacidad según posición ocupacional, se determina que el 
Trabajador por cuenta propia y Obrero, empleado particular fueron las posiciones ocupacionales que 
presentaron mayor participación de la población ocupada con discapacidad en el trimestre móvil febrero – abril 
2026, con 58,8% y 26,3%, respectivamente 
 



 
 
 
 
 
 

 
 
Ahora bien, el fundamento del Sistema de Preferencias para Personas con Discapacidad (PcD) en la 
contratación pública es el principio de igualdad real y efectiva consagrado en el artículo 13 de la Constitución 
Política de 19911, que impone al Estado el deber positivo de adoptar acciones afirmativas en favor de grupos 
históricamente excluidos. La Corte Constitucional ha sostenido que tales medidas buscan contrarrestar los 
efectos de la discriminación y que el Estado puede establecer tratamientos diferenciales a favor de estos 
grupos en aras de lograr una igualdad real y efectiva. Los artículos 47 y 54 de la Carta Política refuerzan este 
mandato al ordenar políticas de integración social y ubicación laboral para las PcD. 
 
La Ley Estatutaria 1618 de 2013 representó un salto cualitativo en el marco jurídico de protección de las PcD, 
al definir a estas como "aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, 
puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás"; 

Su artículo 13, en los numerales 1, 7 y 8, ordenó al Gobierno Nacional reglamentar: una puntuación adicional 
en licitación pública, concurso de méritos y contratación directa para empresas que vinculen PcD y para 
empresas de PcD; un sistema de preferencias para empleadores de PcD en la adjudicación; y un sistema de 
preferencias en favor de las propias PcD como contratista. Este último mandato fue especialmente 
significativo porque introdujo el concepto de "sistema de preferencias", que por definición no puede reducirse 
a una sola medida, sino que implica un conjunto estructurado de instrumentos que actúen en las distintas 
fases del proceso contractual. 
 
En cumplimiento parcial de los numerales 1 y 8 del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, se expidió el Decreto 
392 de 2018. Sin embargo, como se reconoce en los considerandos del Decreto 0287 de 2026, dicha 
regulación presentó omisiones estructurales que frustraron la finalidad de la ley estatutaria, pues solo 
contempló el 1% de puntaje para empleadores de PcD, sin incluir a las empresas de PcD, redujo el "sistema 
de preferencias" a un único criterio de desempate y no previó medidas en planeación, criterios habilitantes 
diferenciales, condiciones especiales de ejecución ni abordó la contratación directa como escenario de 
inclusión. En consecuencia, desde el punto de vista sustantivo, el Decreto 392 de 2018 reglamentó el numeral 
1 de manera parcial y el numeral 7, dejando sin reglamentación material el numeral 8, que era precisamente el 
que ordenaba el sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas. 
 
En virtud de lo anterior, y en cumplimiento de lo ordenado por el Consejo de Estado en decisión de la Sección 
Quinta, del 12 de diciembre de 2024 (Rad. 05001-23-33-000-2024-00847-01), se expidió el Decreto 287 de 
2026, el cual establece un Sistema Integral de Preferencias compuesto por cinco medidas afirmativas que 
actúan en todas las fases del proceso contractual, planeación, selección, adjudicación y ejecución, y que 
benefician a dos sujetos diferenciados: los emprendimientos y empresas de PcD y los empleadores de PcD. 
Mediante la expedición del mencionado decreto, en aplicación directa de la Constitución Política y para que 
exista una igualdad material para las personas con discapacidad, se pretendió subsanar la falta de acciones 
afirmativas del Decreto 392 de 2018, en el que modificó los artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7. y 
2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015. 
 
Resulta pertinente indicar que, al verificarse las instrucciones impartidas por el Decreto 287 de 2026, en 
materia de la aplicación del sistema de preferencia en favor de las personas con discapacidad, las cuales 
entraron en vigencia desde el 20 de marzo de 2026, le son aplicables dentro del sistema de preferencia a los 
procesos tramitados bajo la modalidad de Mínima Cuantía, la medida denominada “Condiciones Especiales 
de Ejecución”, establecida en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 
0287 de 2026.  
 
Así las cosas, y con el fin de dar cumplimiento a lo consignado por el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del Decreto 1082 
de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026, se incorporará como obligación del contratista priorizar la 
contratación de bienes, obras, o servicios dentro de la cadena de provisión, con personas naturales con 



 
 
 
 
 
 
discapacidad y/o emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, conforme a los criterios 
definidos en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 0287 de 2026; Para tal efecto, el contratista deberá presentar 
la documentación correspondiente con cada solicitud de pago, o justificar con los respectivos soportes la 
existencia de fuerza mayor o caso fortuito que impida su cumplimiento. El incumplimiento injustificado podrá 
constituir causal de incumplimiento contractual, de conformidad con la normatividad aplicable. 
 
Además de la consulta en el SECOP de procesos con objeto similar al del contrato que el municipio se 
propone celebrar, se tuvo en cuenta la carga impositiva que recae sobre el contrato, tales como Impuestos, 
tasas, contribuciones y similares: 
 
Para la estimación del presupuesto de la contratación se tuvo en cuenta la siguiente carga impositiva: 
 

GRAVAMEN % DESCUENTO 

Estampilla pro-hospital universitario: 1% del valor del contrato  

Estampilla del adulto mayor 4 % del valor del contrato 

Estampilla Pro-Universidad de Cartagena 1 % del valor del contrato. 

Estampilla Pro-cultura( Depende de la cuantía de 
contrato) 

1 % del valor del contrato. 

Estampilla tasa pro-deporte 2,5% del valor del contrato. 

Reteiva (si la empresa factura IVA ) 15% de IVA facturado  

RETEICA  Dependiente de la actividad 
principal de la empresa. 

Retención de la fuente Conforme a las tablas expedidas 
por la DIAN  

 
 
Nota: Los gravámenes correspondientes se aplicarán antes de IVA. 
 
Serán por cuenta del Contratista y se consideran incluidos como parte del precio todos los impuestos, 
derechos, tasas y contribuciones que se originen en el desarrollo del contrato sean estos de carácter 
Nacional, Departamental o Municipal; Los cuales podrán ser cancelados directamente por el 
contratista o descontados por el MUNICIPIO, según la naturaleza de la contribución fiscal. La tarifa y 
los demás elementos sustanciales del impuesto, tasa o contribución serán las vigentes a la fecha de 
suscripción del contrato respectivo.  

 
La jefatura del Cuerpo Oficial de Bomberos del municipio de Arjona, Bolívar ha estimado de manera global el 
valor del contrato a celebrar en la suma VEINTIOCHO MILLONES TREINTA MIL DE PESOS M/CTE 
($28.030.000,00). 
 
 

5. ANÁLISIS DE LOS RIESGOS DEL PROCESO DE CONTRATACIÓN.   
 

Entiéndase por riesgo en materia contractual, la probabilidad de ocurrencia de eventos aleatorios que afecten 
el desarrollo del mismo, generando una variación sobre el resultado esperado, tanto en relación con los costos 
como con las actividades a desarrollar en la ejecución contractual. 
 
Los oferentes deben conocer detenidamente el sitio destinado para la ejecución de las actividades, deberá 
obtener la información suficiente sobre las variables como por ejemplo las condiciones locales de trabajo, 
transporte, personal y las posibles dificultades que se puedan presentar. El Municipio no aceptará 
reclamaciones posteriores al respecto, ya que se entenderá que todos los proponentes, para efectos de la 
presentación de su propuesta, conocen plenamente el sitio, sus características, accesos, entorno socio - 
económico, condiciones climatológicas, geológicas y geotécnicas, y que han tenido en cuenta este 
conocimiento para la elaboración de la propuesta. 
 
CONPES 3714 DE 2011 
 

Como medida para el fortalecimiento de los procesos de planeación precontractual; dar claridad en las reglas 
de participación de los oferentes en los procesos contractuales; contribuir a la reducción de controversias 
judiciales y extrajudiciales en contra del Estado; y lograr que las partes del Contrato Estatal puedan hacer las 
previsiones necesarias para la mitigación de los riesgos efectivamente asumidos, el artículo 4° de la Ley 1150 
de 2007 incluyó la obligación de incorporar en los pliegos de condiciones la “estimación, tipificación y 
asignación de los riesgos previsibles involucrados en la contratación estatal”. 
 
Con lo anterior, se busca la determinación de responsabilidades en cabeza de cada una de las partes frente a 
la posible ocurrencia de riesgos propios de la ejecución del objeto contractual y el establecimiento de 
condiciones y reglas claras en materia de riesgos previsibles que, al incluirse dentro de los derechos y 
obligaciones surgidos al momento de contratar, excluyan dichas circunstancias –si ocurren– de la posibilidad 
de alegar desequilibrios económicos de los contratos, reduciendo las consecuencias económicas y litigiosas 
frecuentes en los mismos. 
 
A manera de conclusión, la norma contenida en la Ley 1150 de 2007 contiene tres aspectos de especial 
trascendencia para el manejo de los riesgos previsibles: la necesidad de que las entidades hagan un 
adecuado ejercicio de planeación y establecimiento de los riesgos previsibles; que el ejercicio realizado por la 
entidad sea debidamente compartido, valorado y complementado por los particulares en virtud del deber de 
colaboración con la administración pública que se materializa en el aporte de su experiencia, conocimientos y 



 
 
 
 
 
 
especialidad para la realización de los fines del Estado; y, que una vez hecha una estimación anticipada de 
las contingencias que puedan producirse en su ejecución, sean asignadas contractualmente y se entiendan 
incorporadas dentro de la ecuación contractual. 
 
El Documento CONPES 3714 de 2011 clasifica los Riesgos de acuerdo con los siguientes tipos: 
 

 Riesgos Económicos: son los derivados del comportamiento del mercado, tales como la 

fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de los 
mismos, entre otros. 
 

 Riesgos Sociales o Políticos: son los derivados de los cambios de las políticas 

gubernamentales y de cambios en las condiciones sociales que tengan impacto en la 
ejecución del contrato. 

 

 Riesgos Operacionales: son los asociados a la operatividad del contrato, tales como la 

suficiencia del presupuesto oficial, del plazo o los derivados de procesos, procedimientos, 
parámetros, sistemas de información y tecnológicos, equipos humanos o técnicos 
inadecuados o insuficientes. 

 

 Riesgos Financieros: es (i) el riesgo de consecución de financiación o riesgo de liquidez 

para obtener recursos para cumplir con el objeto del contrato, y (ii) el riesgo de las 
condiciones financieras establecidas para la obtención de los recursos, tales como plazos, 
tasas, garantías, contragarantías, y refinanciaciones entre otros. 

 

 Riesgos Regulatorios: derivados de cambios regulatorios o reglamentarios que afecten la 

ecuación económica del contrato. 
 

 Riesgos de la Naturaleza: son los eventos naturales previsibles en los cuales no hay 

intervención humana que puedan tener impacto en la ejecución del contrato, por ejemplo, 
los temblores, inundaciones, lluvias, sequias, entre otros. 

 

 Riesgos Ambientales: son los derivados de las obligaciones legales o reglamentarias de 

carácter ambiental, así como de las licencias, planes de manejo o de permisos y 
autorizaciones ambientales, incluyendo tasas retributivas y compensatorias, obligaciones 
de mitigación, tareas de monitoreo y control, entre otras. 

 

  Riesgos Tecnológicos: son los derivados de fallas en los sistemas de 

comunicación de voz y de datos, suspensión de servicios públicos, nuevos desarrollos 
tecnológicos o estándares que deben ser tenidos en cuenta para la ejecución del contrato, 
obsolescencia tecnológica. 

 
Luego de determinar, los riesgos presentes en la contratación, se debe realizar el análisis de la probabilidad 
de la ocurrencia, la cual será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 
 

La probabilidad de la ocurrencia será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 
 

BAJA La probabilidad de ocurrencia del riesgo es baja, cuando en pocos contratos con objetos 
similares, el resultado es la ocurrencia del riesgo o cuando de la naturaleza del riesgo se pueda 
prever que ocurra remotamente 
 

MEDIA 
BAJA 

La probabilidad de ocurrencia de riesgo es media baja, si es atípica la ocurrencia del riesgo; o 
cuando de la naturaleza del riesgo se pueda prever que es su ocurrencia es inusual 
 

MEDIA 
ALTA 

La probabilidad de ocurrencia del riesgo es media alta; si es típica la ocurrencia en la ejecución 
de contratos similares; o, cuando de la naturaleza del riesgo se pueda prever que ocurra 
 

ALTA La probabilidad de ocurrencia del riesgo es alta, cuando en la generalidad de los contratos que 
se ejecutaron con objetos similares; el resultado es la ocurrencia del riesgo o cuando la 
naturaleza del riesgo pueda prever su inminencia 

 

 
La severidad del riesgo será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 
 

 DESCRIPCIÓN DE LA CLASIFICACIÓN DEL RIESGO POR LA SEVERIDAD O 
IMPACTO 

BAJA Dificulta la ejecución del contrato de manera leve, de forma que aplicando medidas 
mínimas se puede lograr el objetivo contractual. Los sobrecostos no representan más 
del cinco (5%) del valor del contrato. 

MEDIA BAJA Afecta la ejecución del contrato de manera moderada, pero sin afectar 
considerablemente el equilibrio económico. Generando un impacto sobre el valor del 
contrato entre el cinco %5 y el 
quince (15%) 

MEDIA ALTA Obstruye la ejecución del contrato sustancialmente, pero, aun así, permite la 
consecución del objeto contractual, con un incremento del valor del contrato entre el 
quince (15%) y el treinta 
(30%). 



 
 
 
 
 
 

ALTA Perturba la ejecución del contrato de manera grave, generando un impacto sobre el 
valor del contrato en más del treinta (30%), imposibilitando la consecución del objeto 
contractual. 

 
MATRIZ DE RIESGOS PREVISIBLES 
 

TIPO DE 
RIESGO 

DESCRIPCION 

PROBABILIDAD IMPACTO  ASIGNACION  
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OPERACIONAL 

Retrasos en la 
ejecución de las 
actividades por 

motivos 
previsibles. 

   X   
X 

15% 
 X 100%  

Interrupción de la 
ejecución del contrato 
por parte del personal 
dispuesto a causa de 
incumplimientos en el 

pago de salarios y 
honorarios por parte 

de la entidad 
contratista 

   X   
X 

15% 
 X 100% 

 

DE LA 
NATURALEZA 

Lluvias e inundaciones 
en las fechas donde se 

tengan previstas
 actividades 

enmarcadas dentro del 
alcance 

del objeto contractual. 

   X    
X 

1% 
X  

50% 
X 

50% 

SOCIALES
 O 

POLÍTICOS 

Son los derivados de 
los cambios de las 

políticas 
gubernamentales y de 

cambios en las 
condiciones sociales 

que tengan impacto en 
la ejecución   del   

contrato. 

   X    
X 

1% 
X  

50% 
X 

50% 

 Ejemplo: Cambios en 
la voluntad 

participativa de la 
población objetivo. 

          

RIESGOS 
ECONÓMICOS 

Aumento 
desproporcionado 

del costo del dólar a 
causa de factores 
externos, lo cual 
genera un mayor 

costo en los 
insumos que son 

importados. 

  

 X   
X 

15% 
 

X  
50% 

X 
50% 

RIESGO 
FINANCIERO 

Pérdida de rentabilidad 
del negocio jurídico, a 
causa de factores no 
contemplados por el 

contratista al momento 
de Ofertar. 

 

  X   
X 

15% 
 X 100% 

 

 
Se podrán tener en cuenta los siguientes tipos de respuesta frente al riesgo: 
 

 Evitar el riesgo: La parte que asume el riesgo toma medidas que le permiten de una manera 
consistente y sistemática, eludir o eliminar el riesgo ya sea eliminando la fuente del riesgo o 
eludiendo la participación en contratos en los que se expone al riesgo. 

 

 Prevenirlo: Consiste en tomar medidas conducentes a reducir la probabilidad de ocurrencia del 

riesgo. Por ejemplo, en una obra que presente inestabilidad en el terreno, se podrían incluir 
obras de estabilización y manejo de aguas, previo a la iniciación de la obra principal en dicho 



 
 
 
 
 
 

terreno. 

 Transferirlo o Compartirlo: se transfiere a la parte que mejor puede manejarlo (i.e. al menor 
costo). 

 

 Retenerlo: Asumir el riesgo en el momento que se presente, comúnmente en los casos en los 

cuales el valor del riesgo es menor al costo de gestionarlo. También, se puede aceptar el riesgo 
cuando la probabilidad de una perdida es tan baja que se acerca a cero (0). Todos los riesgos 
que no son evitados o transferidos son retenidos como regla general. 

 

 Mitigarlo: Consiste en tomar medidas conducentes a amortiguar el impacto ante la ocurrencia 
del riesgo. Una alternativa utilizada para reducir la exposición a los riesgos de tasa de interés, 
tasa de cambio o precios de los commodities, es utilizar derivados financieros. 

 
 

 
5.1. ANÁLISIS QUE SOPORTA LA EXIGENCIA DE GARANTÍAS 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 1150 de 2007, las garantías no serán obligatorias en los 
contratos cuyo valor sea inferior al 10% de la menor cuantía, quedando la entidad contratante en libertad de 
exigirlas o no, de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.2.1.4.5 del Decreto 1082 de 2015. 
 
En el presente caso, atendiendo la naturaleza del objeto del contrato a celebrar se exigirá al contratista la 
constitución de una garantía que cubra los siguientes amparos: 
 
1. Cumplimiento general del contrato y el pago de las multas y la cláusula penal pecuniaria que se le 
impongan: Con una vigencia igual al plazo del contrato y cuatro (4) meses más, por una suma equivalente al 

(10%) del valor total del contrato. 
 
2.Pago de salarios, prestaciones sociales legales e indemnizaciones laborales del personal que el 
contratista haya de utilizar en el territorio nacional para la ejecución del contrato: Con una vigencia igual 

al plazo del contrato y tres (3) años más, por una suma equivalente al cinco por ciento (5%) del valor total del 
contrato. 

 
3.Responsabilidad Civil Extracontractual (RCE): Con una vigencia igual al plazo del contrato, por una suma 

equivalente a doscientos (200) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes. 
 
 
El presente documento se firma en el Municipio de Arjona- Bolívar, a los doce (12) días del mes de agosto de 
dos mil veintiséis (2026).  
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